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 RESUMEN EJECUTIVO 
 
El proyecto titulado la intervención del tercero excluyente en el proceso arbitral en Colombia, 
presentado como requisito para acceder al título de abogado en la facultad de Derecho da la 
Universidad Libre seccional Cúcuta, el cual fue elaborado por los estudiantes Edgar Eduardo 
Duarte Álvarez y Francisco José Mendoza Rojas, los cuales investigaron porque al momento 
de realizar la intervención de un tercero en la modalidad de intervención excluyente al proceso 
arbitral colombiano, se observa que aun cuando el estatuto Arbitral nacional ley 1563 de 2012, 
se remite al Código de Procedimiento Civil, el cual se encuentra derogado por el actual 
Código General del Proceso, para regular el tema de la intervención de terceros, se evidencia 
que en este se presenta un vacío normativo, al momento de indicar como se debe realizar la 
integración de un tercero en modalidad de intervención excluyente a un proceso arbitral en 
Colombia. Es por esto que se dio inicio a la presente investigación jurídico argumentativa en 
la cual basándonos en la formulación de un problema de índole jurídico se desenvolvió la 
presente investigación dirigida hacia los lineamientos de búsqueda de la fuente aplicable para 
su solución y desarrollo, utilizando libros de prestigiosos doctrinantes como el Dr. Hernán 
Fabio López Blanco y su libro El Proceso Arbitral Nacional, Jorge Hernán Gil Echeverry y su 
libro Régimen arbitral Colombiano, como también la consulta de normas en materia procesal y 
arbitral, las cuales fueron utilizadas para el desarrollo del tema. Investigación que obtuvo 
como resultado la identificación del momento en que el tercero excluyente tiene para 
integrarse al proceso arbitral, etapa procesal en que se presenta la audiencia de conciliación 
entre las partes, que se surte en el proceso arbitral Colombiano, y que este tercero excluyente 
tiene también la oportunidad  de incluirse al proceso arbitral hasta la primera audiencia de 
trámite, resaltando que en cualquiera de los dos momentos procesales halla o no suscrito pacto 
arbitral, con la demanda se integra a este, evidenciando la voluntad del tercero de que los 
árbitros, sean quienes tomen decisiones con respecto a sus pretensiones, y que como lo 
expresa la ley arbitral debe realizar el respectivo pago de los honorarios, los cuales también 
pueden ser cancelados por alguna de las dos partes, sea demandante o demandado, para así 
poderse integrar al proceso arbitral, en caso contrario el tercero excluyente al cual se le hallan 
vencido los términos dictados por ley para pagar los respectivos honorarios, que se establecen 
por los árbitros, queda excluido del proceso de arbitraje y se tomaran decisiones sin su 













INTRODUCCIÓN                                                                                                                     13 
IDENTIFICACIÓN DEL PROYECTO                                                                                    15 
Titulo                                                                                                                                          15 
Planteamiento del problema.                                                                                                      15 
Formulación del problema.                                                                                                        17 
Sistematización del problema.                                                                                                   18 
Justificación.                                                                                                                              18 
Objetivos.                                                                                                                                   20 
 
MARCO DE REFERENCIA                                                                                                     21 
Bases teóricas.                                                                                                                            22 
El Proceso Arbitral                                                                                                                     22 
Historia del Arbitraje                                                                                                                 25 
Antecedentes al proceso arbitral en Colombia                                                                           33 
Referentes al Proceso Arbitral en Colombia                                                                              37 
Partes                                                                                                                                          41 
Pluralidad de Partes                                                                                                                    42 
Intervención de Terceros                                                                                                            43 
Tercería                                                                                                                                      44 
Tercería Excluyente                                                                                                                   44 
Intervención de Terceros en el Proceso Arbitral en Colombia                                                  46 
Otros terceros                                                                                                                             47 
Momento procesal para la integración del litisconsorte                                                            52 
Otros terceros                                                                                                                             53 
Bases legales.                                                                                                                             54 
-Constitución Política de 1991                                                                                                   54 
-Ley 1563 de 2012                                                                                                                     54 
-Ley 1564 de 2012                                                                                                                     55 
DISEÑO METODOLÓGICO                                                                                                    57 
Tipo y método de investigación                                                                                                 57 
Población y la muestra.                                                                                                              58 
 
DESARROLLO DE LA PROPUESTA  
Etapa procesal para la intervención excluyente en el proceso arbitral en Colombia.                66 
Integración de un tercero en modalidad de intervención excluyente en un proceso 
arbitral en Colombia.                                                                                                                 66 
Momento procesal hasta el cual un tercero en modalidad de intervención  
excluyente puede hacer parte de un proceso de arbitraje en Colombia.                                    69 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES                                                                        71 
 
REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS                                                                                       72 
 
ANEXOS                                                                                                                                   74 
 




Anexo A. Guía De Análisis Normativo, elaborado por: 
Edgar Eduardo Duarte Álvarez y Francisco José Mendoza Rojas                                            74 
 
Anexo B. Guía De Análisis Jurisprudencial, elaborado por: 




























Figura 1. Clasificación de los terceros, elaborado por: 






Aun cuando,  la intervención de terceros en el proceso arbitral en Colombia se encuentra 
regulada en la ley 1563 de 2012 Estatuto de Arbitraje Nacional e internacional, y esta a su vez 
se remite a lo expresado en Código de Procedimiento Civil, hoy derogado por el código 
General del Proceso ley 1564 de 2012, esta norma indica que un tercero excluyente tiene plazo 
para incluirse al proceso, solo hasta la audiencia inicial, al evidenciar que, el proceso arbitral 
presenta cierto tipo de audiencias en las cuales se presentan notorias diferencias con el proceso 
judicial, es entonces, que se observa allí, un vacío o limbo jurídico al momento de determinar 
cómo debe ser la integración por parte de un tercero, en modalidad de intervención excluyente 
a un proceso arbitral en Colombia. 
 
Por este motivo se inicia la presente investigación jurídico-documental, con el fin de dar una 
luz a la manera y el momento en el cual un tercero en la modalidad de intervención excluyente 
puede entrar a defender su pretensión en contra del demandante y demandado en un proceso 
arbitral, pretendiendo en todo o en parte, la cosa o el derecho controvertido, asegurando así la 
protección de sus derechos fundamentales como lo son el debido proceso establecido en el 
artículo 29 de constitución política y como lo es también su derecho a la igualdad establecido 
en el artículo 13 de la constitución política de Colombia.  
 
Creando de esta manera beneficios para el país, con respecto a la eficiencia y eficacia en 
la prestación de servicios alternativos de solución de conflictos, como lo es el proceso arbitral, 
llegando a ser más beneficioso para las partes en ciertos casos, acudir a árbitros y no a la 
jurisdicción para resolver sus controversias y dando así más seguridad y garantías jurídicas, al 
tercero que desee integrarse a un proceso de arbitraje en Colombia. 





La intervención del tercero excluyente en el proceso arbitral en Colombia. 
  
 
Planteamiento del problema 
El proceso arbitral como mecanismo de solución de conflictos tiene sus inicios desde tiempos 
históricos en la sociedad, ya que cuando el hombre experimentaba sus primeros conflictos, 
existía de igual forma una necesidad de resolverlos de manera imparcial y pacífica, fue 
entonces como lo indica, López Blanco (2013) al manifestar que: 
 
La tendencia a decidirlos fue la de acudir a un tercero que por su prestancia, poder, 
confianza que generaba, por la imparcialidad y ecuanimidad que en esa persona veían, 
encarecían su ayuda para la solución de aquellos, la que fungía bajo los mismos 
parámetros que en las ulteriores etapas siguen imperando y así, en esencia se mantiene 
hasta nuestros días (p.19). 
 
Es por esto que el arbitraje como mecanismo alternativo de solución de conflictos, ha 
tomado impulso en la sociedad actual, al observar que el aparato jurisdiccional de los estados 
no pueda cumplir con los requerimientos de eficiencia que se necesitan hoy en día. 
 
En Colombia, no hace falta dar a conocer nuevamente el estado de congestión 
descomunal en el cual se encuentra el aparato judicial y es por esto que el proceso arbitral, ha 
tomado fuerza como un mecanismo alternativo de solución de conflictos que ha demostrado 
no solo su eficacia sino también su eficiencia, es por esto que el Ministerio del Interior y de 
Justicia (Citado en López, 2013) indica que: 
 
 La importancia del proyecto de ley del estatuto arbitral en Colombia, debía analizarse 
desde la perspectiva que exige el entorno actual, toda vez que uno de los factores que 
ostenta mayor relevancia para determinar la competitividad de un país, es la eficiencia 
en la prestación de los servicios relacionados con la Administración de Justicia. Un 
Estado con un sistema de administración de justicia ágil y eficaz, promueve el 
incremento de la inversión nacional y extranjera, generando un mayor crecimiento 
económico y un beneficio efectivo para todos los asociados, lo cual colabora no solo 
para fomentar un clima propicio para los negocios, sino también para la paz y la 
convivencia de los asociados (p. 30). 
 
Todos estos beneficios que trajo al país la creación de la ley 1563 de 2012 (NORMAS 
GENERALES DEL ARBITRAJE NACIONAL), con respecto a la eficiencia en la prestación 
de servicios de solución de conflictos, dio espacio para que si las partes no señalan en el pacto 
arbitral un término para la duración del proceso, este será de seis (6) meses, contados a partir 
de la finalización de la primera audiencia de trámite, mientras que un litigio de las mismas 
características puede llevar entre 3 y 5 años aproximadamente si es llevado a la jurisdicción, 
por esto llega a ser más beneficioso para las partes acudir a árbitros y no a la jurisdicción para 
resolver sus controversias. 
 
Pero debido a sus notorias diferencias procesales con el proceso judicial, hemos 
detectado un vacío al momento en el que se vea necesario incluir a un tercero en la modalidad 
de intervención excluyente al proceso arbitral, ya que la 1563 de 2012 (NORMAS 
GENERALES DEL ARBITRAJE NACIONAL), se somete a lo previsto a las normas que 
regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil, hoy derogado por la ley 1564 de 2012 
(CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO), la cual presenta como debe incluirse y cuál es la 
participación de la intervención excluyente al proceso en Colombia, teniendo en cuenta que el 
tercero excluyente como lo dice el profesor, Azula Camacho (1997) se presenta cuando: 
 
El tercero interviniente formula su pretensión contra el demandante, para que se le 
reconozca un mejor derecho, y contra el demandado, a fin de que se le condene a 
satisfacerlo. 
En este caso al igual que en la tercería simple, puesto que es característica común a 
ambas, se introduce un nuevo litigio al proceso, pero mientras que en la simple él se 
dirige contra el demandado solamente, en la excluyente va también contra el 
demandante. Hay, pues, controversia entre el demandante y el tercero acerca de la 
titularidad del derecho que ambos reclaman respecto del demandado (p. 71). 
 
Entonces aun cuando el CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO (Ley 1564 de 2012), 
indica que la intervención excluyente tiene plazo para incluirse al proceso, solo hasta la 
audiencia inicial, el proceso arbitral presenta cierto tipo de audiencias en las cuales se 
presentan notorias diferencias con el proceso judicial y por lo anterior, la Corte Constitucional 
en la sentencia C-170 del 19 de marzo del 2014 señala: 
 
 Que la legitimidad de las normas procesales está dada en función de su 
proporcionalidad y razonabilidad. En este contexto, la violación del debido proceso 
ocurriría no sólo en el supuesto de la omisión de la respectiva regla procesal o de la 
ineficacia de la misma para lograr el fin para el cual fue concebida, sino especialmente 
si es excesiva y desproporcionada en relación al resultado pretendido en su utilización. 
 
En resumen, esta corporación con el propósito de asegurar límites a la libertad de 
configuración del legislador, ha desarrollado los siguientes criterios, (i) que atienda 
principios como la justicia y la igualdad, (ii) que asegure la vigencia de los derechos 
fundamentales al debido proceso que implica el derecho de defensa y la vigencia del 
acceso a la administración de justicia (iii) acatamiento de los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad de las formas (iv) la primacía del derecho sustancial 
(C-227/2009). 
 
Por este motivo se inicia la presente investigación jurídico-documental, con el fin de dar 
una luz a la manera y el momento en el cual un tercero en la modalidad de intervención 
excluyente puede entrar a pretender en todo o en parte, la cosa o el derecho controvertido, 
asegurando así la protección de sus derechos fundamentales como lo son el debido proceso 
establecido en el artículo 29 de constitución política y como lo es también su derecho a la 




Formulación del problema 
 
¿Cómo debe ser la intervención del tercero excluyente en el proceso arbitral en Colombia? 
 
 
Sistematización del problema 
  




¿Cómo se integra un tercero en modalidad de intervención excluyente a un proceso 
arbitral en Colombia? 
 
 
¿Cuál etapa procesal sería más beneficiosa para un tercero en modalidad de intervención 





Para hablar de la importancia del arbitraje en Colombia, se enfatizan las ponencias en el 
congreso de la república, las cuales fueron presentadas para el proyecto de ley, del que ahora 
es el “Estatuto de arbitraje nacional e internación” Ley 1563 de 2012, congreso de la republica 
(Citado en López, 2013), donde destacan que: 
 
Los árbitros son verdaderos jueces por mandato legal, con las facultades, deberes y 
responsabilidades propias de estos, cuya función es la de poner fin al litigio mediante 
una decisión en derecho, en equidad o técnica; y prosigue relievando que; Por otra 
parte este proyecto de ley, hace parte de una reforma integral a la justicia colombiana, 
que requiere de herramientas y mecanismos efectivos que pongan al alcance del 
ciudadano la resolución oportuna a sus asuntos litigiosos, a través de diferentes 
modelos eficaces de administrar justicia en el que se incorporen los actores necesarios 
para lograr el objetivo común de lograr un modelo de justicia eficiente. 
El arbitraje es pues un instrumento del cual pueden valerse los particulares y el 
Estado para instaurar un sistema de administración de justicia que permita resolver el 
conflicto prescindiendo del Poder Judicial (p.46). 
 
Por lo tanto la importancia de la correcta integración de un tercero en modalidad de 
intervención excluyente al proceso arbitral, es la protección de las garantías procesales y 
derechos de ese tercero, el cual llega al proceso arbitral con la necesidad de hacer valer sus 
pretensiones frente a un proceso en curso, en donde sus intereses pueden verse afectados por 
las decisiones tomadas durante el proceso de arbitraje, en la que el demandado pueda llegar a 
perder capacidad de responder a una algún tipo de obligación que exista de manera previa con 
el tercero. 
 
Aun cuando las Normas Generales de Arbitraje Nacional (Ley 1563 de 2012) remiten al 
Código de Procedimiento Civil, hoy derogado por el Código General del Proceso (Ley 1564 
de 2012), nuestro Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) en su capítulo II 
(LITISCONSORTES Y OTRAS PARTES) Articulo 63. (Intervención Excluyente.), no ofrece 
claridad de cómo debe realizarse la intervención excluyente en un proceso arbitral, precisando 
que el proceso arbitral se presenta como un proceso que tiene notorias diferencias 
procedimentales con un proceso judicial, por tanto nuestro código General del Proceso no 
ofrece a los colombianos, una norma garantista en la intervención de un tercero excluyente al 
proceso arbitral en Colombia. 
 
Dando así paso a la presente investigación, en la cual de manera novedosa se demostrará 
cómo debería realizarse la intervención excluyente en un proceso arbitral, respetando y 
atendiendo a uno de los principios generales del arbitraje como lo es el principio de la 
igualdad el cual implica que: 
 
El efectivo derecho de las partes para ser tratados con mismos derechos, pero también 
para exigirles las mismas obligaciones. 
 
Las partes tienen los mismos derechos y las mismas obligaciones y deben ser 
tratadas en igualdad de condiciones, durante todo el desarrollo del proceso arbitral. 
Todo lo anterior sin olvidar las cargas procesales a cargo de cada una de ellas, según 
sea su condición de demandante o demandado. (Gil Echeverry, 2013, p.33) 
 
Por lo cual esta investigación se convertirá en referente para la inclusión de un tercero en la 







Analizar la integración del tercero en la modalidad de intervención excluyente en el proceso 




Identificar la etapa procesal oportuna para la intervención excluyente en el proceso arbitral en 
Colombia. 
Explicar en qué manera se integra un tercero en modalidad de intervención excluyente 
en un proceso arbitral en Colombia 
 
Diferenciar la etapa procesal más beneficiosa para un tercero en modalidad de 












El arbitramiento en el derecho laboral, proyecto de grado elaborado por Eddy Pastora Gómez 
Peñaranda, para optar por el título de abogado, en la universidad Libre seccional Cúcuta en el 
año 1982. En el que se aplicó una investigación de la cual tomaremos de referente la historia y 
el origen del arbitraje, para poder entender porque su importancia en la sociedad actual y 
entrar así al contexto de la importancia de resolver todos los vacíos que se puedan presentar en 
la correcta implementación del proceso arbitral en Colombia. 
 
Escollos del arbitraje mercantil colombiano, proyecto de grado elaborado por Ángel 
Mogollón y Aurora Graciela, para optar por el título de abogado, en la universidad Libre 
seccional Cúcuta en el año 1986. En el que se aplicó una investigación de la cual tomaremos 
de referente la definición de arbitraje desde un punto de vista jurídico, que es la conciliación y 
cuáles son las más notorias diferencias entre arbitraje y conciliación, ya que estas dos tienen 
ciertas semejanzas pero son proceso que se llevan de una manera completamente diferente. 
 
Una aproximación al régimen del arbitraje nacional del nuevo estatuto del arbitraje en 
Colombia, Ley 1563 de 2012, articulo elaborado por Marcela Rodríguez en el año 2012, para 
la Revista de Derecho Privado de La Editorial de la Universidad Externado de Colombia, 
Bogotá Colombia. Donde se logran establecer los antecedentes legales a la creación del nuevo 
estatuto del arbitraje a nivel nacional la ley 1563 de 2012, lo cual presenta gran importancia 
para destacar los avances que ha tenido el proceso arbitral en Colombia, al punto de llegar a 












El Proceso arbitral 
El arbitraje es un proceso mediante el cual, por voluntad expresa de las partes, se difiere la 
solución de conflictos a un cuerpo colegiado integrado por árbitros, los cuales de manera 
transitoria quedan investidos de jurisdicción para así proferir un laudo con la misma categoría 
jurídica y los mismos efectos que una sentencia judicial. (Gil, 2013, p.21). 
 
Por su parte el proceso arbitral es definido en el artículo primero del Estatuto de 
arbitraje nacional e internacional, ley 1563 de 2012 como: 
Mecanismo alternativo de solución de conflictos mediante el cual las partes defieren a 
árbitros la solución de una controversia relativa a asuntos de libre disposición o 
aquellos que la ley autorice. 
El arbitraje se rige por los principios y reglas de imparcialidad, idoneidad, celeridad, 
igualdad, oralidad, publicidad y contradicción. 
El laudo arbitral es la sentencia que profiere el tribunal de arbitraje. El laudo puede ser 
en derecho, en equidad o técnico. 
En los tribunales en que intervenga una entidad pública o quien desempeñe funciones 
administrativas, si las controversias han surgido por causa o con ocasión de la 
celebración, desarrollo, ejecución, interpretación, terminación y liquidación de 
contratos estatales, incluyendo las consecuencias económicas de los actos 
administrativos expedidos en ejercicio de facultades excepcionales, el laudo deberá 
proferirse en derecho. 
Por lo tanto cabe anotar que el arbitraje (o arbitramento como dicen los italianos), 
constituye un mecanismo alternativo de solución de conflictos (MASC), precisión que permite 
aplicar a dicha institución, los diferentes pronunciamientos que ha realizado la Corte 
Constitucional, de manera general, con respecto a los MASC. (Gil, 2013, p.21). 
  
El arbitramento, como lo expresa Hernández (2012, P. 398), fue incluido entre los 
denominados mecanismos alternativos de resolución de conflictos y se concibe como un 
procedimiento por medio del cual se ofrece a las partes involucradas en  un desacuerdo 
contractual, la posibilidad de resolverlo de manera pronta y eficaz, mediante la decisión 
que para el efecto sea, adoptada por un tercero ajeno al conflicto denominado arbitro o 
tribunal arbitral, según su composición numérica, quienes pueden ser designados 
directamente por las partes, o el ente legalmente constituido para el efecto, y proferir una 
decisión de fondo denominada laudo arbitral, que tiene la misma fuerza vinculante para 
las partes que una sentencia de carácter judicial. 
 
Cuando se toma la decisión de llamar a una tercera persona para dirimir los conflictos 
entre las partes involucrados en algún tipo de desacuerdo, la decisión de los conflictos sean 
solucionados por árbitros debe constar por escrito mediante un documento llamado clausula 
compromisoria o pacto arbitral, donde claramente se estipula que en el caso de que se presenten 
cualquier tipo de controversias entre las partes contratantes, estas serán sometidas a los tramites 
señalados por el arbitraje. 
 
El arbitramiento tiene su origen en el pacto arbitral o clausula compromisoria, la cual es 
una declaración clara expresa y exigible de la voluntad de las partes para someter el trámite de 
sus controversias al conocimiento de árbitros. 
 
Esto nos da a entender que solo las partes son las que de manera escrita pueden autorizar 
el conocimiento de sus controversias a árbitros, por medio del llamado pacto arbitral y aun así 
solo podrá pretender formar parte de este proceso arbitral las partes que tengan una relación 
jurídico material directa con el conflicto o intereses de los cuales sean transgredidos por la no 
vinculación a este proceso, dejando afuera del proceso a los que no cumplan con estas ciertas 
condiciones. 
 
El proceso arbitral como mecanismo alternativo de solución de conflictos brinda la 
oportunidad de aplicación en el ámbito nacional como en el internacional, este último 
mostrándose en las situaciones en las cuales los estados presenten ciertas diferencias que 
puedan ser llevadas ante árbitros. 
  
Respecto a las principales características del arbitramento, la Corte Constitucional, en la 
sentencia C-1038 de 2002 señaló que: 
 
La jurisprudencia ha determinado que, conforme a la Carta, el arbitramento "es un 
mecanismo jurídico en virtud del cual las partes en conflicto deciden someter sus 
diferencias a la decisión de un tercero, aceptando anticipadamente sujetarse a lo 
que allí se adopte”. Mecanismo que tiene ciertas características básicas: (i) es uno 
de los instrumentos autorizados para que los particulares puedan administrar 
justicia; (ii) está regido por el principio de habilitación o voluntariedad, pues el 
desplazamiento de la justicia estatal por el arbitramento tiene como fundamento 
"un acuerdo previo de carácter voluntario y libre efectuado por los contratantes". 
Además (iii) el arbitramento es temporal, pues la competencia de los árbitros está 
restringida al asunto que las partes les plantean. El arbitramento (iv) es también de 
naturaleza excepcional pues la Constitución impone límites materiales a la figura, 
de suerte que no todo "problema jurídico puede ser objeto de un laudo", ya que "es 
claro que existen bienes jurídicos cuya disposición no puede dejarse al árbitro de 
un particular, así haya sido voluntariamente designado por las partes enfrentadas". 
Finalmente, (v) la Corte ha destacado que la voluntariedad del arbitramento no 
excluye que la ley regule la materia, pues el arbitramento es un verdadero proceso, 
a pesar de que sea decidido por particulares, y por ello está sujeto a ciertas 
regulaciones legales, en especial para asegurar el respeto al debido proceso. 
El arbitramento “es un proceso que tramitan y deciden particulares, denominados 
árbitros, quienes quedan investidos transitoriamente de jurisdicción, desde que se constituye 
el tribunal hasta cuando el laudo queda ejecutoriado”. (Azula, 1998, p.331) 
 
El artículo 1o de la ley 1563 de 2012 en su primer inciso señala que el arbitraje "es un 
mecanismo alternativo de solución de conflictos mediante el cual las partes defieren a árbitros 
la solución de una controversia relativa a asuntos de libre disposición o aquellos que la ley 
autorice.", enunciación que detalla claramente que el proceso arbitral depende de la voluntad 
de las partes, para así solucionar los conflictos bajo la facultad transitoria que se le confiere a 
los árbitros de impartir justicia, en los asuntos que por ley puedan ser llevados ante ellos. 
 
Como lo explica la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley del estatuto de arbitraje 
nacional e internacional, debe resaltarse que esta importante modificación no involucra una 
reforma constitucional del artículo 116 de la Carta Política tendiente a establecer el arbitraje 
obligatorio, sino que busca delegar en el legislador la definición de aquellos asuntos que, a 
pesar de no tener naturaleza transigible, puedan ser definidos a través del arbitraje, como 
ocurre en muchos otros países del mundo. 
 
En efecto, es necesario recordar que el inciso primero del artículo 1o del derogado 
Estatuto Arbitral, modificado por el art. 111 de la ley 446 de 1998, basado en lo prescrito en 
la ley Estatutaria de la Administración de Justicia, numeral 3 del art. 13 de la ley 270 de 1996 
indicaba que: "El arbitraje es un mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un 
conflicto de carácter transigible, difieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda 
transitoriamente investido de la facultad de administrar justicia profiriendo una decisión 
denominada laudo arbitral". 
 
 
Historia del arbitraje 
 
Uno de los hechos más significantes de la historia de la humanidad, fue cuando el hombre 
comenzó a vivir en sociedad y se da a la tarea de resolver sus controversias con los demás 
miembros de su comunidad de manera pacífica fue allí como lo dice el López Blanco (2013) 
que la tendencia a decidir los conflictos fue la de: 
 
Acudir a un tercero que por su prestancia, poder, confianza que generaba, por la 
imparcialidad y ecuanimidad que en esa persona veían, encarecían su ayuda para la 
solución de aquellos, la que fungía bajo los mismos parámetros que en las ulteriores 
etapas siguen imperando y así, en esencia se mantiene hasta nuestros días. 
Es por eso que quienes se han ocupado de rastrear los orígenes del arbitramento los 
encuentran en disímiles épocas y contexto, pero coinciden en advertir que como 
forma de administrar justicia es una modalidad anterior a la que con la moderna 
concepción del Estado se adscribió a dicho ente. Avance que vino a relegar a un 
segundo plano la modalidad arbitral, pero que en las últimas décadas y ante la 
demostrada ineficacia del aparato jurisdiccional para resolver todos los conflictos, se 
remoza y muestra un ascendente empleo. 
 
Por lo tanto la actuación de terceras personas las cuales después del tiempo fueron 
denominadas como árbitros fue necesarias a lo largo de la historia, impartiendo justicia, al 
resolver las controversias y disputas que se presentaran en su momento, los denominados 
árbitros eran personas que por su prestancia y honor inspiraban confianza entre los demás 
miembros de la sociedad, esto pues les daba en nivel social necesario para que los demás 
integrantes del grupo social, los vieran como terceros imparciales ante cualquier controversia. 
 
El profesor peruano Mario Castillo Freyre citado en (Citado en López, 2013, p.20) 
destaca que Históricamente, el arbitraje tiene un origen muy remoto e incluso puede 
afirmarse que es la primera forma de administrar justicia. En este sentido, existen 
relatos griegos que narran que los conflictos entre héroes mitológicos, eran 
solucionados por terceros sabios que eran elegidos por los contendientes.  
 
Así mismo, en épocas en las que aún no existían leyes ni tribunales, la costumbre 
era la que regía las relaciones entre particulares, la misma que aconsejaba, como 
sistema más conveniente en caso de conflicto entre éstos, que la solución sea 
determinada por un tercero imparcial, amigo de las partes. 
 
El Profesor Mario Castillo Freyre (Citado En López, 2013, p.20) en su artículo Publicado En 
Www.Castillofreyre.Com, con respecto al desarrollo histórico del arbitraje expresa que; 
 
Los pasajes bíblicos relatan casos en los que las controversias eran resueltas por árbitros. 
Al respecto, Humberto Briseño señala que la institución del arbitraje, “tomada del 
Derecho Romano (...), era practicada en la época bíblica como lo demuestra el ejemplo 
de Jacob y Labán, aunque cabe recordarla en materia internacional con el conflicto 
relativo a la sucesión del trono de Darío, resuelto por Artabanes en favor de Jerjes, o con 
la controversia surgida entre Ciro y el rey de Asiría, que Jenofonte sostiene fuera 
decidida por un príncipe de la India. 
Finalmente, la historia de los pueblos comerciantes de la antigüedad narra litigios 
entre mercaderes griegos y fenicios que acudían al arbitraje con la finalidad de 
solucionar sus conflictos. Demóstenes refiere que en Atenas, Solón expidió leyes 
reconociendo el arbitraje, cuyo laudo no era susceptible de recursos. Sin embargo, cabe 
resaltar que fue en el derecho romano donde el arbitraje se configuró como un sistema 
organizado de impartir solución pacífica a las controversias surgidas entre familiares o 
entre familias, mediante la decisión de terceros imparciales, los cuales, una vez 
conocidas las causas del conflicto, decían la última palabra. 
Desde el origen histórico del arbitramiento se concluye que los cambios han sido 
pequeños, pues hasta ahora sus inicios en el derecho romano siguen teniendo valides en su 
argumento. La doctrina romana fue copiada por Don Alfonso el Sabio en “Las Partidas” y el 
derecho positivo nuestro se encuentra inspirado por el estatuto del derecho hispánico. 
En el inicio del arbitramiento lateral entre sus antecedentes penales aparecen juicios llevados 
por árbitros desde tiempos lejanos en la historia, después de los conflictos del Talión, surgen 
mecanismos los cuales posibilitaron un acuerdo entre las partes que necesitaban celeridad e 
imparcialidad en la justicia. 
Para resolver las disputas en los pueblos dejaban sus diferencias en manos de las 
divinidades, en medio de conjuros y sortilegios, mientras que en otros pueblos dictaban justicia 
haciendo un enfrentamiento a muerte entre las partes y quien ganaba no sólo ganaba el honor, sino 
también el pleito al que se estaban enfrentando, como si la fuerza bruta fuese justa, imparcial y 
equitativa.  
Con el paso del tiempo, este tipo de juicios fue transformándose por el avance de la 
civilización el cual tuvo enfoque gracias a la nueva era del Imperio Romano, Roma aportó un 
nuevo concepto para los dilemas entre las partes llamado: la decisión consensual. 
En ese entonces el juez de roma no contaba con las competencias con las que hoy cuentan 
nuestros jueces en la actualidad. La fuerza vinculante que tiene un fallo es el resultado de los 
acuerdos que hacen las partes para solucionar sus conflictos, anteriormente las partes les daban la 
facultad a personas que demostraban imparcialidad, y equidad. Ellos actuaban dependiendo de lo 
que las partes acordaban, el fallo era obligatorio, no porque el juez así lo decidiera, sino porque las 
partes ya se habían comprometido a cumplirla. En Roma el honor de las personas era tan 
importante y a su vez el afán de redimir conflictos era tan urgente que éste se saturó tanto de 
procesos a tal punto que los jurisconsultos seleccionaban que tipo de conflicto con respecto a su 
importancia resolvían los jurisconsultos más sabios y los otros casos los resolvían otros 
jurisconsultos de menor prestigio. 
 
La primera etapa de arbitramiento fue denominado como “ordo inoiciorum” el cual se 
dividía en dos partes, el proceso de “in cure” y el proceso “in iudicio”. Con el desarrollo del 
derecho, se le dio investidura al juez, y este estaba obligado a impartir decisiones justas, la 
segunda etapa fue llamada “extra droinen indiciorum” con el cual el juez era quien administraba 
justicia “nomine aclocu status” que significa de acuerdo con los principios establecidos en el 
derecho. 
 
Más adelante nace el Fuero Juzgo, el cual surge de las costumbres y del ingenio jurídico del 
pueblo bárbaro influenciado en gran parte por la iglesia, y es un monumento jurídico a la equidad 
y la justicia. De esta forma en el fuero Juzgo aparece el arbitramiento dividido en dos partes: el 
obligatorio que corresponde al ordenado por la ley, y el voluntario que resulta del consentimiento 
de las partes. 
 
La intención misma del fuero juzgo no era más si no darle al arbitramiento una fuerza 
jurídica amplia y suficiente para arreglar controversias. 
 
Durante en el siglo VIII Con la llegada de los árabes estos les dieron a sus sometidos ciertas 
libertades tales como el poder regirse con su dominio propio con respecto a leyes y costumbres 
consiguiendo que la justicia se administrara de acuerdo a la tradición del fuero juzgo. Al 
transcurrir del tiempo quedo inactivo el fuero juzgo ya que los patriotas españoles de don Pelayo 
proclamaron libertad y se fueron al monte de Asturias y León, y con ellos se llevaron sus 
costumbres, tradiciones españolas y las leyes de los ciudadanos de los pueblos Barbaros donde 
nació el fuero juzgo, pues la carencia de un mecanismo que les diera fuerza vinculante dieron por 
terminada esta costumbre, pues ante la de ignorancia de muchos pueblos, en donde había 
desconocimiento de legislación del fuero del juzgo, dejaron la justicia a merced de hombres del 
mismo territorio los cuales eran tildados como justos y ecuánimes. 
Las decisiones eran tomadas de dos formas la primera dependía de la calidad del juzgador, si 
este era un árbitro su decisión era llamada: albedriador y, si era juez con autoridad pública o rey la 
decisión era llamada: fazaña. 
 
El uso de estos nombramientos fueron extendidos por España por mandato del Rey Alfonso 
V el cual estableció  el fuero juzgo como fuero de León, luego fue nuevamente reglamentado por 
el Tuero de Castilla en el cual complemento un sistema de enjuiciamiento civil, este sistema se 
pronuncia en la primera llegada de los litigantes obtenidos por amigos comunes, ósea por los 
árbitros arbitradores, de esta manera el arbitramiento en materia civil se desarrolló  y también tuvo 
sus inicios en materia penal, después fue usado para la solución de los conflictos internacionales 
como solución pacifica de los problemas fronterizos algunos árbitros fueron los papas y en su 
especialidad los Reyes. 
 
Un tiempo después llega la revolución francesa y sus teorías sobre la abolición del estado 
como ente autoritario y déspota de los reyes, ya que esta tenía como resultado un abuso laboral 
exagerado de la clase burguesa dominante para con sus trabajadores, con jornadas de hasta 15 
horas con sueldos miserables, lo cual la clase obrera ocasionó que apareciera la huelga como un 
medio de defensa, reclamando así un mejoramiento salarial y condiciones de trabajo las cuales la 
clase burguesa no les estaba proporcionando. Y aunque fueron reprimidas por los ejércitos al 
servicio dieron resultado, con la continuidad de la producción aunque al mismo tiempo el 
movimiento obrero adquiría una orientación hacia la izquierda política revolucionaria. 
 
Como ejemplo de este desarrollo se puede considerar a Dinamarca que en 1667 sindicatos 
Danneses organizaron una huelga, en la cual pedían aumentos salariales, empleos exclusivos para 
obreros sindicalistas, y el reconocimiento de las convenciones colectivas, con el cual aparece el 
ACUERDO DE SEPTIEMBRE, ya que primero los patronos dieron inicio a despidos masivos, y 
luego hicieron una huelga el cual pudieron realizar gracias a la ayuda que del exterior les llegaba, 
este tratado de no agresión tuvo clausulas importantes en las cuales los patronos aceptaban las 
convenciones con los trabajadores, los sindicatos tenían el compromiso de negociar con los 
patronos en primera instancia y avisar su decisión de ir a la huelga antes de efectuarla, también se 
conformó un tribunal arbitral que tenía como función única vigilar que las dos partes cumplieran 
con los acuerdos pactados, y este acuerdo dejaba a abierta la opción de utilizar la huelga como 
medio de defensa en caso de desacuerdo, dejando así ver como en esta época el proceso arbitral 
también servía para dirimir conflictos en materia laboral utilizando así este mecanismo alternativo 
de solución de conflictos para hacer respetar derechos tan importantes como los de los 
trabajadores. 
En septiembre de 1687 disminuyeron los problemas entre los patronos y trabajadores pero 
en 1908 hubo un nuevo altercado ya que los patronos volvieron a usar los despidos masivos como 
método de presión, pero luego de las nuevas resistencias de los trabajadores los patronos 
accedieron nuevamente a firmar un nuevo acuerdo que vino a reformar el del 1887 lo que ya se 
había establecido e impuso un tribunal real de arbitramiento que tenía las principales 
características de los ahora modernos tribunales de arbitraje, y además de esto tenía facultades 
para actuar como mediador entre los conflictos de las partes y también para unas futuras 
negociaciones entre los patronos y los trabajadores, con esto se empieza a ver como poco a poco la 
figura del arbitraje fue formándose como un mecanismo de solución de conflicto eficiente y eficaz, 
además se aseguraba por una parte que la producción continuaba y por otra los trabajadores tenían 
la seguridad de recibir su salario para el sostenimiento vital propio y familiar. 
 
Los organismos compuestos por trabajadores y patronos de las diferentes industrias para 
solucionar los conflictos de trabajo en Francia son los Consejos de Prudentes, pues según la ley 18 
de marzo de 1806, los consejos se organizaron como tribunal de decisión y conciliación para la 
industria de la sede en Lyon, la ley se extiende a casi todas las profesiones en Francia y la primera 
fase de la conciliación es que las partes deben comparecer personalmente y solo en caso de 
enfermedad o ausencia pueden hacerse representar, pero están facultados para asesorarse de un 
abogado, y en caso de que no se obtenga un acuerdo,  no concurre a la sesión y pasa el negocio al 
tribunal de decisión. Es oral y muy breve y la sentencia admite los recursos del derecho común, 
dependiendo de la cuantía del proceso. 
 
La conciliación es obligatoria desde 1930 para los conflictos colectivos de trabajo y el 
arbitraje se aplica dependiendo de dos situación es cuando los trabajadores y patronos disponen del 
mecanismo en la Convención Colectiva y cuando se ponen de acuerdo. Con respecto a los otros 
conflictos en las cuales no están fijadas por las leyes, reglamentos acuerdos y conflicto colectivos 
se resuelven equitativamente, resolviendo el conflicto de manera justa. 
 
Bélgica hoy cuenta con el mismo sistema francés. 
 
En Inglaterra, se trabajan todos los conflictos jurídicos con la misma justicia para todo, 
mientras que la conciliación y el arbitraje son usados solo para los conflictos laborales o de 
trabajo. 
 
La única diferencia que hace referente en Alemania es que solo existen los conflictos 
jurídicos, individuales y colectivos los cuales los conocen la jurisdicción del trabajo, y conflictos 
económicos los cuales los conocen los comités de conciliación. 
Para que exista un arbitramiento, el cual debe ser voluntario, por regla general y de 
obligatorio cumplimiento solo es exclusivo para dos casos, el primero que las partes se sometan 
expresamente al arbitraje por su voluntad y la segunda regla obligatoria es cuando lo han pactado 
en convenio colectivo, desde 1946 se cuentan con dos instituciones importantes las cuales son los 
conciliadores que son empleados públicos, y el organismo de conciliación y arbitraje que tiene 
representantes en número igual que los patronos y trabajadores y un representante de gobierno 
quien es el presidente. 
 
En Australia y Nueva Zelandia se ve la raíz del arbitramiento Latinoamericano pues ellos 
fueron los primeros países que hicieron fuerza vinculante ya que crearon el arbitramiento 
obligatorio para resolver los desacuerdos colectivos económicos, la cual México uso los 
planteamientos para la legislación de su país, y por consiguiente para Latinoamérica. 
 
Los tribunales de conciliación y arbitraje en México tienen como en su principal vinculación 
en la parte de administración de justicia laboral, y aunque el Colombia el proceso es parecido, la 
diferencia es que el arbitramiento no nace producto de la relación entre patronos y obreros, si no 
que todo comenzó con huelgas a principios del siglos aproximadamente en los años 1914 y 1916 , 
Colombia cuenta con una zona indígena que se encuentra en la región del cauca el cual tomó 
importancia cuando a su mando lideraba Manuel Quintin Kame, pues las protestas indígenas 
fueron guerreristas terminando así con víctimas y choques armados. 
 
La huelga de los sastres se dio a raíz de un contrato firmado por el ministerio de guerra con 
una compañía norteamericana en julio de 1919 para la elaboración de ocho mil trajes para el 
ejército, los sastres a pesar de la crisis económica por la que estaba atravesando el país empezaron 
las protestas las cuales terminaron en medio de fusiles, también el 13 de agosto de 1919 hubo una 
huelga originada por mineros de la compañía inglesa de Segovia evolucionando el movimiento 
campesino de Sinú y respaldado por las Organizaciones de Calamar y Cartagena también fue 
envuelta en medio de la fuerza de fusiles, de esta manera el Señor Suarez, tuvo que desarrollar por 
primera vez en la historia Colombiana una ley específica sobre estas dos casos, los cuales 
autorizaba el arbitramiento para que diriman sus diferencias entre empleados, obreros, trabajadores 
quienes hayan entrado en huelga y los empresarios en otra, para que se constituyera arbitradores o 
tribunales de arbitramiento, dando así la facultad para someter sus conflictos, antes o después de la 
huelga, y lo más importante era que no había necesidad ni tampoco obligaba a las partes de agotar 
con anterioridad algún procedimiento, otorgándole a las partes una solución de conflicto, sin tantas 
trabas durante el proceso lo cual le ahorraba tiempo a las dos partes, con solución justa y eficaz. 
 
Para el año 1920 se introdujo a la ley un nuevo procedimiento para poder acceder a la 
justicia arbitral, la cual debía haber un procedimiento previo y además un arbitramiento obligatorio 
para ciertas actividades que según ellos la ley estaría afectando la vida económica, la seguridad, y 
social de los ciudadanos, por lo cual dispusieron que los conflictos colectivos en otras empresas 
debían ser sometidos a arbitramiento voluntario por acuerdo de las partes, cuando una huelga se 
prolongara por más de 30 días sin que las partes encuentren una solución de conflicto,  les daba 
facultad para que los trabajadores a los 10 días siguientes, asistieran al Ministerio de Trabajo 
solicitando que la decisión fuese sometida a un tribunal de arbitramiento obligatorio, en el cual 
sean aplicadas con las leyes vigentes, que para muchos fue polémica esta aplicación ya que es 
impropia pues que la razón original del nuevo arbitramiento obligatorio fue a través de que el 
arbitramiento era modalidad de arbitramiento voluntario. 
 
La ley anterior no hablaba nada sobre el número de personas que podían constituir el 
tribunal de arbitramiento,  ni tampoco la manera de designar los árbitros, con la ley actualizada 
hacia especifica que si las dos partes resolvían someter la diferencia a un arbitraje, cada una debía 
designar un árbitro, y que al instalar el tribunal, este se nombraba por estos dos arbitradores el 
tercero en caso de que no se pusieran de acuerdo, este sería el ciudadano que ejerciera la primera 
autoridad política del lugar, sin embargo la ley no hacia ningún tipo de exigencia para que los 
arbitradores tuvieran requisitos para hacerlo, pero podían ser escogidos siempre y cuando hubieran 
actuado como conciliadores, pero limitaba a los que habían sido condenados o que no hubieran 
sido rehabilitados. 
 
En Colombia respecto al arbitramiento en el año 1890 la ley ya se refería al arbitramiento 
voluntario para decidir los conflictos que tenían origen en el derecho privado, la institución 
Colombiana de arbitramiento voluntario en asuntos de trabajo inicio en 1919, pues la ley disponía 
que los empleados obreros y trabajadores que se propusieran entrar o que hayan entrado en huelga 
por una parte y los empresarios por otra podían constituir arbitradores o tribunales de 
arbitramiento para que resolvieran sus diferencias. 
 
El arbitramiento en condición obligatoria y con fuerza vinculante fue a partir del año 1920, 
donde dio facultad para que el arbitraje fuera obligatorio y prohibía a que los trabajadores que 
estuvieran en empresas ligadas a la seguridad, salubridad y vida económica dejaran sus labores 
mientras el tribunal de arbitramiento dictaba su fallo.  
 
Finalmente en el año 1968 se consagro en Colombia el sistema arbitral y facultaba a que en 
cualquier momento, antes o durante el desarrollo de la huelga, el sindicato o sindicatos a que estén 
afiliados más de la mitad de los trabajadores, asamblea general entre otros, podrán solicitar 
diferencias precisas con respecto a las que no se haya producido acuerdos en entre las partes en la 
etapa de arreglo directo o conciliación, que hayan sido contenidas en el pliego de peticiones de los 
trabajadores como un proyecto de convención colectiva de trabajo, y que estas sean sometidas a un 
fallo de tribunal de arbitramiento obligatorio. 
 
En esta forma he analizada el arbitramento desde sus orígenes en el Derecho Romano y su 




Antecedentes al proceso arbitral en Colombia 
 
El profesor Ramiro Bejarano Guzmán, citando a Daniel Suarez Hernández, precisa en señalar 
que la primera referencia legislativa en Colombia, en relación con este proceso, se encuentra 
en el artículo 307 de la Ley 105 de 1890. Posteriormente la figura se reguló en el Código 
Judicial (Ley 105 de 1931) y en la ley 2a de 1938, legislación recogida y compendiada 
simultáneamente en los Códigos de Procedimiento Civil (decreto 1400 y 2019 de 1970) y del 
Comercio (Decreto 410 de 1971). 
 
La ley 105 de 1931 por la cual se adoptó el Código Judicial, reguló el proceso arbitral en 
sus artículos 1214 a 1227; con posterioridad la ley 2a de 1938, se encargó de crear una 
definición de la cláusula compromisoria como: "aquella por virtud de la cual las partes que ce-
lebran un contrato se obligan a someter a decisión arbitral, todas las diferencias que de él 
puedan surgir, o algunas de ellas. 
 
En este mismo orden de ideas, el decreto 1400 de 1970, (actual Código de 
Procedimiento Civil) lo reguló en los artículos 663 a 667, y el decreto 410 de 1971 por el cual 
fue expedido el Código de Comercio en los artículos 2011 a 2025, lo reguló en términos 
similares, en relación con las materias propias de los ámbitos de su competencia. (Peláez, 
2012, p.393). 
 
Aun así lo anterior no significa que el proceso arbitral colombiano se limite única y 
exclusivamente a temas civiles y comerciales puesto que este proceso tiene aplicación de igual 
manera a asuntos de índole laboral y administrativa. 
 Con la expedición del decreto 2279 de 1989 por medio del cual se introdujeron 
reformas de descongestión judicial como se explicó en el capítulo I, se le dio al 
arbitramento un carácter más autónomo ordenando que el mismo, tuviera una 
regulación independiente y propiciando la derogatoria tanto de las normas que lo 
regulaban en el Código de Comercio, como las del Código de Procedimiento Civil, y 
superando con ello la bizantina discusión de cuál de las dos normatividades tenía 
mayor preponderancia. De esta manera se le pone término a los incesantes 
inconvenientes producidos por la doble regulación que existía sobre la materia y, 
permite que el arbitramento ingrese a la órbita del Derecho Procesal Civil, ya que su 
estructura procesal, en gran parte, se encuentra regida por las normas de este 
ordenamiento. (Peláez, 2012, p.394). 
 
Con la expedición de la ley 446 de 1998, se logra dar una orientación a la legislación en 
materia de arbitramento, compilando las normas que para el efecto estaban contenidas tanto en 
el decreto 2279 de 1989, como en la ley 23 de 1991 y en el decreto 2651 del mismo año, 
efectuándose algunas modificaciones y adiciones a los artículos allí contenidos y 
estableciendo en el artículo 166 de aquella ley, que el gobierno nacional dentro de los dos (2) 
meses siguientes a su expedición, debía realizar la compilación de todas las normas existentes 
en materia de mecanismos alternativos de solución de conflictos. 
 
Es así como se expide el decreto 1818 del 7 de septiembre de 1998, que regula el 
trámite arbitral para Colombia, y que surge como resultado de la compilación de las normas 
vigentes en materia de arbitraje, las cuales fueron transcritas tal y como se encontraban 
originalmente redactadas, sin realizar sobre las mismas modificación alguna, conforme lo dis-
puso el citado artículo. 
 
El fundamento legal que sin lugar a dudas brinda el mayor soporte jurídico a la 
institución del arbitramento, es el artículo 116 de la Constitución Nacional, al establecer en su 
inciso cuarto la posibilidad de que los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la 
función de administrar justicia en la condición de conciliadores o de árbitros, como también el 
artículo 8o de la ley 270 de 1996, que establece las alternativitas para la solución de conflictos. 
 
Por su parte la corte constitucional en relación con la naturaleza jurídica del arbitraje 
afirma que: 
 
La Constitución anterior no preveía expresamente la existencia de los tribunales de 
arbitramento. Sin embargo, la Corte Suprema de Justicia, en varias oportunidades, al 
decidir demandas de inexequibilidad contra normas que regulaban el arbitramento, las 
declaró exequibles. En la sentencia de mayo 29 de 1969, por ejemplo, estimó que si el 
arbitramento es de carácter privado, no puede considerársele inconstitucional, toda vez 
que esta forma de resolver controversias de mero derecho privado, en asuntos sobre los 
cuales se puede transigir, no está ni expresa ni tácitamente prohibida en la 
Constitución. 
 
Por el contrario, agregaba la Corte Suprema, si se piensa que el arbitramento tiene 
carácter jurisdiccional y que, por lo mismo, los árbitros son verdaderos jueces, también 
la institución sería exequible, porque el artículo 58 de la Constitución determinaba que 
«La Corte Suprema, los tribunales superiores de distrito y demás tribunales y juzgados 
que establezca la ley, administran justicia». Para la Corte Suprema, los tribunales de 
arbitramento eran de los «demás tribunales y juzgados que establezca la ley» y por ello 
administraban justicia. 
 
Existe además constitucionalmente el derecho a acudir a mecanismo alternativos de 
solución de conflicto los cuales son dirigidos por particulares que quedan investidos 
transitoriamente de jurisdicción para resolver los conflictos en los cuales fueron llamados a 
intervenir. 
 
Cualquier controversia bajo un referente constitucional queda superada por el inciso 
cuarto del artículo 116 de la constitución política de Colombia, que es expresamente 
determina la administración de justicia por medio de conciliadores y árbitros de la siguiente 
manera: 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar 
justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes 
para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley. 
 
En principio, solamente puede señalarse una diferencia fundamental entre la justicia que 
administran los árbitros y la de los tribunales y jueces de la República a la cual se refiere el 
inciso primero del mismo artículo 116. Tal diferencia es ésta: 
 
Cuando los tribunales y jueces enumerados en el inciso primero del artículo 116 
administran justicia, ejercen una función pública cuya razón de ser está en la 
existencia misma del Estado: no puede pensarse en un Estado que no administre 
justicia a sus súbditos. Los árbitros también ejercen una función pública, establecida 
en el inciso cuarto del artículo 116 de la Constitución, y en las leyes que regulan el 
arbitramento. Pero en cada caso concreto tienen que ser «habilitados por las partes 
para proferir fallos en derecho o en equidad». Dicho en otros términos: según la 
Constitución, las leyes que regulen el arbitramento tienen que partir de la base de que 
es la voluntad de las partes en conflicto, potencial o actual, la que habilita a los 
árbitros para actuar. (Peláez, 2012, p.397). 
 
Y se dice que ésta es la diferencia fundamental, porque si los árbitros administran 
justicia «en los términos que determine la ley», también los jueces de la República 
administran justicia de conformidad con la ley procesal que determina la competencia y, en 
general, las formas propias de cada juicio.  
 
 
Referentes al proceso arbitral en Colombia. 
 
El proceso arbitral en un panorama nacional muestra una posición de avanzada como se 
observa en la normativa que ha surgido desde el siglo pasado y es así como en Colombia 
hemos pasado de tener normativa difusa del tema arbitral, y hemos llegado al punto de copilar 
toda la normativa arbitral en una sola disposición como lo es la ley 1563 de 2012 el estatuto 
arbitral nacional e internacional. 
 
La legislación que se encontraba vigente hasta 1989 mostro duplicidad de normas del 
proceso arbitral como nos dice López Blanco. (2013) p.23: 
 
Pues se le desarrolló inicialmente en el decreto 1400 de 1970, actual Código de 
Procedimiento Civil, cuyos artículos 663 a 671 lo tipificaban; no obstante, un año más 
tarde, al ser expedido el Código de Comercio por medio del decreto 410 de 1971 y 
considerarse por quienes lo elaboraron que el arbitramento era una institución 
mercantil, nuevamente lo repitieron en los artículos 2011 a 2025, que transcribieron 
textualmente las normas del procedimiento civil, lo que originó en no pocos tribunales 
de arbitramento la bizantina discusión acerca de si se debían citar los artículos del 
Código de Procedimiento Civil o los del Código de Comercio, optándose por la 
salomónica solución de hacerlo simultáneamente. 
 
Se da como explicación de esa circunstancia, que se temía por la suerte que 
pudiera correr el nuevo estatuto procesal civil debido a una demanda que pretendía la 
declaratoria de inconstitucionalidad total del mismo por supuesto abuso en el ejercicio 
de las facultades extraordinarias que se concedieron al gobierno, de modo que quienes 
trabajaban el estatuto comercial vieron la oportunidad de evitar que desapareciera ese 
útil proceso y por tal razón lo repitieron. 
 
El estado colombiano luego de varios intentos fallidos de expedir un estatuto arbitral, 
ahora la ley 1563 de 2012, ya que en buena hora, los proyectos de ley se archivaron, debido a 
que lejos de mejorar lo existente se daba marcha atrás se decidió mediante decreto crear la 
llamada comisión de expertos redactora del proyecto de ley sobre arbitraje nacional e 
internacional. (López 2013. p.26) 
 
Esto considerando que el arbitraje había tomado gran relevancia en la solución 
alternativa de conflictos en campos como el laboral, civil, comercial y administrativo y se 
pretendía una actualización normativa de las disposiciones arbitrales que permitiera asegurar 
el desarrollo y fortalecimiento dentro de un contexto de seguridad jurídica. 
 
Determinando los tipos de conflictos que se pueden llevar ante árbitros la Corte 
Constitucional en su sentencia C-014 de 2010, determino que el asunto sea o no transable, no 
constituye el elemento regulador para determinar la competencia arbitral por el factor 
objetivo: 
 
El principio de la autonomía de la voluntad privada es el fundamento de los 
mecanismos alternativos de solución de conflicto. Si los sujetos de derecho, 
según las regulaciones legales, tienen la capacidad de gobernar sus derechos 
según les plazca, siéndoles posible adquirirlos, gozarlos, gravarlos, transferirlos, 
o extinguirlos, posible también les es acordar la solución de los conflictos que 
comprometen sus derechos subjetivos". (C-014 del 2010). "De hecho, en la 
sentencia C-014 de 2010 la Corte constata que los requisitos y presupuestos que 
permiten acudir a la justicia arbitral fueron objeto recientemente de sustancial 
ampliación, toda vez que el legislador estatutario modificó el marco de 
procedencia que tradicionalmente condicionaba la arbitrabilidad de determinado 
asunto. La condición que debe cumplirse para poder acudir a la justicia arbitral es 
que exista la <voluntad habilitante>, esto es, el consentimiento libre de todas las 
partes interesadas en dirimir su conflicto por la vía arbitral " (T-225 de 2010). 
 
Si una persona puede disponer de un derecho (inclusive renunciándolo), es 
natural que pueda también conferir a un tercero, aunque no sea un juez del Estado 
la potestad de determinar la suerte de ese derecho. De lo cual se deriva que los 
derechos que pueden someterse a juicio de los árbitros son aquellos disponibles." 
(Jorge SUESCÚN MELÓ, "Facultades de los árbitros para interpretar y aplicar 
normas de orden público", El contrato de arbitraje, Obra Colectiva, Universidad 
del Rosario, Bogotá, Legis 2005, p. 256). 
De manera que si bien, el artículo Io de la Ley 1563 de 2012 dispuso que son 
susceptibles de arbitramento, los asuntos sujetos a libre disponibilidad de las partes, hay que 
recordar que el artículo 13 de la ley estatutaria de la administración de justicia, (Ley 270 de 
1996), modificado por la Ley 1285 de 2009, eliminó cualquier restricción en cuanto a la 
materia arbitrable. Por lo tanto, siendo de superior jerarquía la ley estatutaria, la arbitrabilidad 
objetiva se integra por cualquier conflicto sometido a consideración de los árbitros, salvo que 
la ley especial disponga en contrario tal como lo estableció el artículo 194 C.Co., precepto 
que sido derogado expresamente en la Ley 1563. 
 
Con respecto a la frase, "o aquellos que la ley autorice", establecida en el artículo 
primero del estatuto arbitral colombiano ley 1563 de 2012, el precepto admite dos 
interpretaciones, una, consistente en que el legislador puede establecer, obligatoriamente la 
instancia arbitral en algunos temas, como lo sería en materia de consumo, lo cual por el 
momento no es posible al haberse caído la reforma al artículo 116 de la Constitución, y otra 
interpretación amplia; que si el asunto no resulta de libre disposición, en todo caso, puede 
someterse a arbitraje, si una ley especial así lo determina. Es lo que sucede, por ejemplo, en 
materia tributaria o fiscal en muchos países; siendo el principio general que lo relativo a los 
impuestos no queda sometido a la libre disposición de las partes, bien puede el legislador, de 
manera especial, permitir el arbitraje como también se habilitó transitoriamente para la 
conciliación. (Gil, 2013, p.25). 
 
No existe ninguna duda sobre el carácter expansionista de la competencia arbitral, la 
cual se ha venido abriendo camino en los últimos años con respecto a múltiples materias que 
tradicionalmente se consideraron ajenas a esta disciplina: 
 
Tal es el caso, por ejemplo, del derecho comparado en materia de arbitraje en 
temas de propiedad industrial, donde queda claro que no pueden someterse a 
arbitraje las cuestiones relativas a la inscripción registral de su titularidad, pero sí 
las consecuencias mercantiles de las relaciones entre partes. Lo mismo sucede en 
otros ámbitos, como es el caso del derecho de la competencia, cuyas normas 
forman parte del orden público y deben ser siempre aplicadas por el tribunal 
arbitral. Lo mismo se puede decir de otros temas cuya implicación de orden 
público es evidente, como es el caso, por ejemplo, de las regulaciones de medio 
ambiente. 
 
Cada vez suele ser más frecuente encontrar a tribunales arbitrales encargados 
de dilucidar las consecuencias contractuales de las obligaciones nacidas en 
materia de medio ambiente, sin perjuicio de la imperatividad de las normas o de 
la correspondiente imposición de sanciones por su infracción, ya sea en el orden 
administrativo o judicial. (Bernardo M. CREMADES, Consolidación de la 
Autonomía de la Voluntad en España. El Convenio Arbitral, Tratado de Derecho 
Arbitral, Obra colectiva, Tomo I. Universidad Javeriana, Ibañez 2011, p. 663-
664). 
 
Por lo anterior es notorio que el límite de la jurisdicción arbitral en Colombia, debe 
encontrarse determinado por cierto tipo de normativas específicas que prohíba la solución de 
ciertas controversias por medio del arbitraje, ya que denotamos que en nuestra normativa 






La palabra parte como lo sugiere Enrico Redenti (citado por azula Camacho, 1997, p.222), el 
cual indica que la idea genérica de parte deriva de lo que la palabra misma sugiere en las 
expresiones de uso corriente: tener parte, tomar parte, participar, en un acontecimiento o en 
una relación cualquiera, como una comedia, o en un drama. Esa misma idea continúa de tener 
parte, es la que se convierte, de objetiva en subjetiva, en ser parte, sujeto, personaje, persona. 
 
En un sentido estricto no encontramos uniformidad de criterios con relación a la 
definición de la palabra parte, sin embargo según Azula Camacho, 1997 p.223, podemos 
agrupar en tres tendencias los diferentes criterios; a saber: 
 A. La aceptada por los sustentadores de la acción como inherente al derecho material, 
según la cual la parte coincide con quienes son los titulares de la relación material 
o sustancial debatida en el proceso. Entonces, por ejemplo, en un proceso 
reivindicatorio la calidad de parte solo podría tenerla el titular de dominio del bien, 
de un lado, y, del otro, su poseedor. 
 
De aceptarse esta tesis se incurriría en el error de concluir que si la sentencia es 
desfavorable al demandante o simplemente inhibitoria, por carecer del derecho o a 
pesar de tenerlo porque se comparte con otros que no se presentan al proceso, en este 
no habrían intervenido partes. 
 
B. La que desvincula el concepto de parte de la relación sustancial o material, para 
hacerlo residir en el de legitimación para accionar. El principal sustentador de esta 
corriente ha sido Rocco, para quien parte es aquel que estando legitimado para 
accionar o contradecir, pide en nombre propio la realización de una relación 
jurídica, de la cual se afirma titular, o la de una relación jurídica de la cual se 
afirma ser titular otro sujeto que puede estar enjuicio o no estar enjuicio. 
 
De acuerdo con esa concepción, la calidad de parte la tiene quien comparecí al 
proceso reclamando un derecho o contra quien se reclama, sin consideración a que sea 
o no el titular del mismo. Entonces, por ejemplo, en el mismo caso de la 
reivindicación, bastaría que el demandante invocara su calidad de propietario y 
afirmara que el demandado es el poseedor, sin consideración a la efectividad que tenga 
esa condición.  
 
En efecto, la legitimación es esencial para que pueda proferirse sentencia 
favorable al demandante, por cuanto constituye uno de los presupuestos de esta, pero 
no para asumir la calidad de parte en el proceso. No importa, en el ejemplo ya citado 
de la reivindicación, que el demandante sea el propietario o el demandado el poseedor; 
para tener la calidad de parte en el proceso basta simplemente la capacidad o aptitud 
para ser sujetos del mismo. Tal calidad de propietario es aspecto que el juez debe 
analizar al proferir sentencia y que, si falta, determina una sentencia adversa al 
demandante. 
 
C. La que considera como parte a todo aquel que interviene en el proceso reclamando 
un derecho para sí o para otro. De acuerdo con esta orientación, la calidad de parte 
se adquiere por el solo hecho de intervenir en el proceso, sin consideración a que 
quien lo haga sea o no el titular de la relación material. Entonces, en el ejemplo ya 
citado, no importa que el demandante reivindicante no sea el propietario, pues 
habrá tenido la calidad de parte y con él se habrá surtido todo el proceso. La 
sentencia, desde luego, le será adversa, pero eso es una situación diferente.  
 
 
Pluralidad de partes. 
 
La pluralidad de partes ocurre cuando la demandante o la demandada: ambas están integradas 
por más de una persona o porque interviene un tercero que tiene interés en los resultados del 
proceso por ser titular de su propio derecho estar ligado a una de ellas por un vínculo jurídico 
que puede afectarse come secuela de la sentencia. (Azula, 1997, p262). 
 
El principio de dualidad de partes hace referencia a las posiciones en el proceso, se 
diferencia entre una parte actora y una demandada es el modelo general, un sujeto demandante 
contra un sujeto demandado. Pero dentro de estas dos posiciones, demandante y demandado, se 
pueden encontrar más de una persona o entidades, como lo expresa el artículo obtenido de la 
página web 
(http://procesalciviluam.blogspot.com.co/search/label/b.%20Tema%2011.%20Pluralidad%20d
e%20partes%20procesales) dando lugar a los supuestos de pluralidad de partes. Esto supone que 
no hay más de dos partes siempre hay parte actora/demandante y parte demandada, pero sí que 
haya más de dos personas o entidades que participan en el proceso. 
             
Las instituciones procesales que generan un supuesto de pluralidad de partes son 
el litisconsorcio y la intervención procesal. En estos casos, y siempre generalizando, la pluralidad 
de partes es original desde la demanda, en la que aparecen los múltiples sujetos como 
demandantes o demandados (litisconsorcio) o se produce a través de la incorporación de un 
tercero respecto de la demanda (es decir, no demandante, no demandado) al proceso, 
normalmente en un momento posterior al inicial (intervención procesal).     
 
 
Intervención de terceros. 
 
Sin considerar lo relativo al estudio de las partes y el fenómeno de la intervención de terceros, 
concretamente sus variantes, peculiaridades y características, que fueron objeto de estudio en 
la Teoría general del proceso nos corresponde analizar la manera como esas diferentes 

















Figura 1. Clasificación de los terceros, elaborado por: 




La tercería es la intervención de un tercero en el cual ese tercero formula su propia 
pretensión la cual puede ser oponible o incompatible con la del demandante. 
 
Hernando Devis Echandia (citado en Azula, 1997, p.69) expresa que en la tercería: 
 Se introduce un nuevo litigio al proceso, pues la Litis, limitada a la pretensión del 
demandante, se extiende a una nueva formulada por el tercero. 
 
Entre la pretensión del tercero y la del demandante no existe cotitularidad, como 
sucede en el litisconsorcio necesario, ni paralelismo fundado en la conexidad o 
afinidad del derecho, como acontece en el litisconsorcio voluntario, sino que ellas son 
totalmente independientes, cuyo reconocimiento pueden lograr en unos casos de 
manera conjunta, que es la modalidad de la oponibilidad, o bien ser esto imposible por 
excluirse, que es la característica de la incompatibilidad. 
 
Debido a esto en la tercería se evidencia que existe u enfrentamiento total o parcial, a la 
posición procesal de las partes iniciales del proceso como lo son el demandante y el 






Se presenta cuando el tercero interviniente formula su pretensión contra el demandante, para 
que se le reconozca un mejor derecho, y contra el demandado, a fin de que se le condene a 
satisfacerlo. 
 
En este caso al igual que en la tercería simple, puesto que es característica común a 
ambas se introduce un nuevo litigio al proceso, pero mientras que en la simple él se dirige 
contra el demandado solamente, en la excluyente va también contra el demandante. Hay, 
pues, controversia entre el demandante y el tercero acerca de la titularidad del derecho que 
ambos reclaman respecto del demandado. Acontece, por ejemplo Cuándo el demandante 
alega su calidad de titular del derecho de dominio, circunstancial que también invoca el 
interviniente, por lo que ambos reclaman, como consecuencia la condena al demandado para 
que les restituya el bien (reivindicación).(Azula, 1997, p.71) 
 
Presupuestos. Los presupuestos o requisitos para una tercería excluyente según Azula 
Camacho, 1997, p.72, son: 
 
A. Solo es viable en los procesos de conocimiento. Esto es consecuencia de  la 
calidad de incierto que tiene el derecho que reclama el demandante y el tercero 
interviniente entre sí y respecto del demandado, que es, precisamente, uno de los 
distintivos de los procesos de esa naturaleza. 
 
B. Que el tercerista hubiera podido tener la calidad de demandante. La 
autonomía de la pretensión del interviniente y del tercero implica que cualquiera de 
ellos hubiera podido demandar y, por tanto, tomaría la condición de demandante y el 
otro quedaría con la posibilidad de intervenir. 
 
C. Que entre el tercerista y el demandante exista controversia acerca de 
cuál de ellos es el verdadero titular de la relación jurídica invocada. Esto implica que, 
al fallar el proceso, el funcionario debe pronunciarse primero respecto de dicha 
controversia y luego sí decidir la existente entre el vencedor y el demandado. 
 
D. La intervención debe necesariamente presentarse en el curso de la 
primera instancia. Es —como tantas veces hemos dicho—, una pretensión propia que 
se introduce al proceso, por lo cual debe dársele el trámite previsto para la demanda 
original y considerarse en la sentencia, donde, precisamente, se va a resolver sobre la 
suerte del interviniente y el demandante. 
 
La tercería excluyente puede revestir dos modalidades, según el derecho que reclama el 
interviniente, a saber: total o parcial, la total es cuando el tercero se propone excluir 
definitivamente al demandante, por considerar que tiene un mejor derecho que él. Tal es el 
caso de la reivindicación en que el tercero pretende que su derecho de dominio es mejor que el 
del demandante y, por tanto, debe condenarse al demandado a que le restituya el bien, la 
parcial se presenta cuando el tercero persigue solo una parte del derecho o del bien, sobre el 
cual recae el litigio. Ocurriría en el mismo caso del ejemplo anterior, pero cuando el tercero 
solo reclama una porción o zona del bien sobre el que versa la reivindicación. (Azula, 1997, 
p.73) 
 
Con relación a la oportunidad de intervención puede ocurrir después de haberse 
constituido la relación jurídico-procesal; por ello, si se presenta antes, el juez tiene que esperar 
la notificación de la demanda al demandado para considerarla, precluye el derecho de 
intervenir con la sentencia de primera instancia. 
 
Según el artículo 63 del nuevo código general del proceso ley 1564 de 2012 la 
intervención excluyente:   
 
Quien en proceso declarativo pretenda, en todo o en parte, la cosa o el derecho 
controvertido, podrá intervenir formulando demanda frente a demandante y 
demandado, hasta la audiencia inicial, para que en el mismo proceso se le reconozca. 
La intervención se tramitará conjuntamente con el proceso principal y con ella se 
formará cuaderno separado. 




Intervención de terceros en el proceso arbitral en Colombia 
Si los litisconsortes necesarios no han suscrito el pacto arbitral ni se han adherido a éste, el 
tribunal arbitral no tendrá más camino que dar por terminado el juicio arbitral, a fin de evitar 
una sentencia inhibitoria. Se debe aclarar consistentemente que la presentación de la demanda 
arbitral, cuando el requerido no se adhiere al pacto arbitral y se extingan sus efectos, de igual 
forma se interrumpirá la prescripción y se hará inoperante la caducidad, siempre que la 
demanda ante el juez ordinario o de lo contencioso sea presentada dentro de 20 días hábiles 





Como se manifiesta, la participación de terceros en el proceso arbitral es viable y necesaria en 
medida que se trate de litisconsortes necesarios, pues si no participa en el proceso originaría, 
un laudo inhibitorio. Por ese motivo, el artículo 37 dispone que ni las partes, ni los centros de 
arbitraje, puedan prohibir la intervención de terceros, en el juicio arbitral. Los 
demás litisconsortes no necesarios, así como el llamado en garantía, el denunciado del pleito y 
del interviniente excluyente, no tienen necesidad de participar en el proceso: 
 
Por consiguiente, el deber se refiere a la obligatoriedad de consignar oportunamente el 
monto asignado si se quiere participar en el laudo arbitral, lo cual se explica por la 
naturaleza contractual y remunerada del arbitraje, como quiera que no resultaría 
equitativo que un tercero que quiere hacer valer sus derechos en una jurisdicción 
remunerada no sufrague los gastos de la misma. Por ello, si el tercero no quiere 
renunciar a la justicia ordinaria, la norma acusada dispone, en su tercera parte, la 
continuación del proceso arbitral sin su presentación, lo cual es razonable pues el laudo 
arbitral no puede involucrar a quienes no suscribieron o no se adhirieron al pacto 
arbitral, pero tampoco se debe permitir a los terceros bloquear la continuación del 
proceso arbitral. En efecto, lo propio del tercero, a diferencia del litisconsorte necesario, 
es que las consecuencias del laudo no lo cubren obligatoriamente, por lo cual resulta 
razonable que la ley permita que el proceso arbitral continúe sin su presencia. Por ende, 
si el tercero decide no participar en el proceso arbitral, la correspondiente disputa que 
tenga con alguna o ambas partes podrá ser resuelta ulteriormente por las instancias 
judiciales. (C-163 de 1.999) 
 
No existe inconveniente en que terceros, inicialmente ajenos al contrato principal y por 
lo tanto, ajenos al pacto arbitral, puedan participar en el juicio arbitral: 
 
En el mismo contexto, un tercero ajeno a un contrato, sin dejar de serlo, podrá asumir 
determinadas prestaciones de las partes (asunción de deuda), incluso alguna de éstas, 
puede comprometerse a propósito (artículo 1507, Código Civil); asimismo, en los 
denominados contratos abiertos, puede presentarse la determinación o ingreso ulterior 
de otras partes, especialmente, en contratos con comunidad de fines por adhesión 
progresiva o sucesiva al contrato base, verbi gratia, en el contrato de transporte de 
cosas, el destinatario al aceptar el contrato adquiere la calidad de parte frente al 
transportador y al remitente (artículo 1008 Código de Comercio), el asegurado adquiere 
la calidad de parte frente al asegurador y el tomador cuando asume obligaciones que no 
pueden ser cumplidas sino por el mismo" (artículo 1039, ibídem). (Corte Suprema de 
Justicia, sala civil, julio de 2009). 
 
En derecho comparado la tesis universal es que los terceros no pueden participar en el 
juicio arbitral, por no tratarse de funciones jurisdiccionales y por tanto de un verdadero 
proceso, este asunto ha sido regulado por el medio, sin problema, por la naturaleza 
jurisdiccional del arbitramento, por esta razón se remite a lo expresado en el CPC: 
 
Artículo 37. Intervención de otras partes y terceros. La intervención en el proceso 
arbitral del llamado en garantía, del denunciado en el pleito, del interviniente excluyente y 
demás partes, se someterá a lo previsto en las normas que regulan la materia en el Código de 
Procedimiento Civil. Los árbitros fijarán la cantidad adicional a su cargo por concepto de 
honorarios y gastos del tribunal, mediante providencia susceptible de recurso de reposición. 
La suma correspondiente deberá ser consignada dentro de los diez (10) días siguientes. 
 
Por tratarse de interviniente excluyente que no haya suscrito el pacto arbitral, su 
demanda implica la adhesión al pacto suscrito entre las partes iniciales. En el caso del 
interviniente excluyente que haya suscrito pacto arbitral o se haya adherido a él, no consigne 
oportunamente, el proceso continuará y se terminara sin su intervención, salvo que la 
consignación la efectúe otra parte interesada, aplicando el artículo 27. Cuando el llamado en 
garantía o denunciado en el pleito, que ha suscrito el pacto arbitral o ha adherido a él, no 
consigna oportunamente, el proceso continuará y se decidirá sin su intervención, salvo que la 
consignación la efectúe alguna otra parte interesada, aplicado en lo necesario  el artículo 27. 
 
En casos de llamamiento en garantía y de denuncia del pleito, la existencia del pacto 
arbitral también podrá probarse conforme a lo previsto en el parágrafo del artículo 3°.  Si se 
trata de coadyuvante o llamado de oficio, su intervención se someterá a lo previsto en las 
normas que regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil para esta clase de 
terceros. En este caso, el tribunal le dará aplicación al inciso primero de esta norma y el no 
pago hará improcedente su intervención. 
Parágrafo 1o. Cuando se llame en garantía a una persona que ha garantizado el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato que contiene pacto arbitral, aquella 
quedará vinculada a los efectos del mismo. 
 
Parágrafo 2°. En ningún caso las partes o los reglamentos de los centros de arbitraje 
podrán prohibir la intervención de otras partes o de terceros. 
 
En conformidad con la norma anterior, los terceros son invitados a participar 
voluntariamente, y si aceptan, mediante su adhesión al pacto arbitral, salvo que ya lo hayan 
suscrito, se dispondrá la suma a su cargo. Ahora bien, cuando el tercero requerido no consigna 
la suma a su cargo dentro de los 10 días siguientes a la comunicación del requerimiento, la ley 
trae dos alternativas: 
 
Que cualquiera de las partes procesales principales, consigne por el tercero en los 
términos del artículo 27 de la ley 1563, caso en el cual el proceso continuará con la 
participación del tercero, y el laudo le será vinculante. 
 
Que no se efectúe ninguna consignación, evento en el cual el proceso continuará con el 
demandante y demandado original, sin la vinculación del tercero y sin que el laudo produzca 
efectos contra éste, de manera directa. 
 
Con respecto al llamamiento en garantía de manera más reciente se expresó que si el 
tercero llamado ante la justicia ordinaria no renuncia a la cláusula compromisoria pactada, con 
quien formuló dicha solicitud, no está obligado a comparecer al juicio ordinario. 
 
Frente al llamamiento en garantía la vinculación del tercero supone siempre la 
existencia de una relación jurídica independiente entre el llamante y el tercero citado que 
debe dirimirse en la sentencia única cuando el demandado resulte condenado. 
 
La sala del Concejo de Estado concluye en su Sección Tercera. Expediente 25010. 
Auto de junio 10 de 2004, que esta jurisdicción no se podrá pronunciar sobre la eventual 
responsabilidad del asegurado surgida como consecuencia, no era procedente aceptar el 
llamamiento.  
 En otra sentencia el Consejo de estado dice que: Es cierto que la aseguradora 
ejecutada garantizó el cumplimiento del contrato de obras públicas suscrito entre el 
referido ente territorial, e un tercero a esta relación y en consecuencia no la obliga la 
cláusula compromisoria. 
 
La existencia de la cláusula compromisoria excluye de competencia a la 
jurisdicción de lo contencioso por lo que, en el caso concreto tratándose de una vicisitud 
que surge con ocasión de la póliza de seguro, ésta debe ser dirimida por árbitros, sin que 
haya lugar bajo el amparo de la figura del llamamiento en garantía, a que ésta 
jurisdicción dirima contiendas que tienen como fuente el contrato de seguros en el que se 
pactó la cláusula compromisoria. Según el Consejo de Estado. Sección Tercera. Auto de 
septiembre 3 de 2008, expediente. 34629. 
 
Sin embargo, de conformidad con lo expresado en la ley 1563, artículo 37, cuando se 
realice el llamamiento en garantía de un tercero que contractualmente ha garantizado las 
obligaciones del contrato, y dicho contrato tenga clausula compromisoria, por disposición de 
la ley, dicho pacto arbitral le es oponible y vinculante. 
 
Aquí es importante anotar una manifiesta contradicción en el artículo 37. En efecto, 
primero se dice que con respecto al llamado en garantía, se aplicará lo relativo al pacto arbitral 
implícito, pero seguidamente, el parágrafo primero dispone que el pacto arbitral expreso, 
siempre se haga extensivo al llamado en garantía, por lo que sobra cualquier referencia al 
convenio implícito. 
 
Conviene tener claro que, en el caso de las compañías de seguros que han expedido 
pólizas de cumplimiento del contrato objeto del pacto arbitral, aunque los resultados del 
proceso les sean oponibles, en el sentido de que determinarán o no el cumplimiento del 
contrato y por ende, la ocurrencia el siniestro, no son litisconsortes necesarios y, por ende, no 
necesariamente serán citadas al proceso arbitral pues la sentencia arbitral no produce efectos 
de cosa juzgada contra estos. 
 
En ese orden de ideas, contrariamente a lo sostenido por el actor, el proceso arbitral que 
no cuente con intervención del tercero no podrá generar efectos de cosa juzgada para él. 
 
Hay otras intervenciones que no son necesarias: 
Ad excludendum. Cuando el tercero interviene con una posición jurídica propia y 
opuesta a la de las partes en contienda. 
Adhesiva: también es llamada cuadyuvancia. Cuando un tercero interviene para 
ayudar a una de las partes, por tener con ella una relación sustancial distinta de la 
debatida, pero que puede verse afectada por el fallo. Caso del acreedor.  
 
Forzada. Ocurre en tres eventos: (a) cuando hay llamamiento en garantía; (b) 
cuando hay denuncia del pleito; y (c) ex oficio: cuando el juez advierte colusión o 
fraude. 
 
Denuncia del pleito y llamamiento en garantía. Como deben proponerse en la 
demanda o en la contestación, el tribunal al admitir la competencia debe pronunciarse 
sobre ellas, y, de aceptarlas, debe ordenar su citación. Si adhieren al pacto el proceso 
sigue. Si no adhieren, el proceso sigue, pero no hay decisión sobre esos aspectos. 
 
Si adhieren, debe consignar la suma que el tribunal les fije, aunque puede no 
fijarles. Si no consignan, el proceso sigue pero no hay decisión sobre ellos. Aquí no cabe 
que una de las partes pague por ellas, porque sería obligarlas a participar, esto sería 
inconstitucional. 
 
Llamamiento ex oficio. El tribunal, si advierte fraude o colusión, ordena citar a los 
terceros eventualmente perjudicados. Suspende el proceso hasta por treinta días. Si el 
citado pide pruebas, las decreta y práctica, aunque estén vencidos los términos según 
Gamboa, Rafael H. en La intervención de terceros en el proceso arbitral. 
 
La Corte Constitucional declaró la constitucionalidad del artículo 150 del decreto 1818 
del 98, corrigiendo por vía de jurisprudencia su literalidad, al concluir que en donde la ley 
expresa que deberá se entenderá simplemente podrá. Por las razones anteriores, también es 
constitucional el actual artículo 37 de la Ley 1563. De igual manera, la Corte expresa que la 
intervención de terceros siempre es facultativa y no obligatoria, esto modificó sustancialmente 
el régimen del Código de Procedimiento Civil, porque en los procesos civiles, si una 
compañía de seguros es llamada en garantía deberá concurrir al juicio, al paso que en el 
arbitraje podrá abstenerse de hacerlo, según consideración de la Corte Constitucional, que se 
transcribe a continuación: 
 
De otro lado, la disposición impugnada señala que 'los árbitros fijarán la cantidad a 
cargo del tercero por concepto de honorarios y gastos del tribunal, la cual deberá ser 
consignada dentro de los diez (10) días siguientes'. Ahora bien, la principal diferencia de la 
hermenéutica que realizan los intervinientes deriva del significado de la palabra deberá, pues 
para el actor quiere decir que, en todos los casos, el tercero debe intervenir en el proceso 
arbitral. Por el contrario, los intervinientes consideran que la norma consagra el deber del 
tercero de pagar si quiere intervenir, pero no significa que sea imperativa su presencia en el 
proceso arbitral. A pesar de sus deficiencias de redacción, la lectura detenida de la disposición 
permite '"decir con claridad que la segunda interpretación es la que más se adecúa al texto 
literal de la misma, y a su finalidad. Por consiguiente, el ' deber' se refiere a la obligatoriedad 
de consignar oportunamente el monto asignado si se quiere participar en el laudo arbitral, lo 
cual se explica por la naturaleza contractual y remunerada del arbitraje, como quiera que no 
resultaría equitativo que un tercero que quiere hacer valer sus derechos en una jurisdicción 
remunerada no sufrague los gastos de la misma. Por ello, si el tercero no quiere renunciar a la 
justicia ordinaria, la norma acusada dispone, en su tercera parte, la continuación del proceso 
arbitral sin su presentación, lo cual es razonable pues el laudo arbitral no puede involucrar a 
quienes no suscribieron o no se adhirieron al pacto arbitral, pero tampoco se debe permitir a 
los terceros bloquear la continuación del proceso arbitral. En efecto, lo propio del tercero, a 
diferencia del litisconsorte necesario, es que las consecuencias del laudo no la cubren 
obligatoriamente, por lo cual resulta razonable que la ley permita que el proceso arbitral 
continúe sin su presencia. 
 
Por ende, si el tercero no quiere participar en el proceso arbitral, la disputa que tenga 
con alguna parte podrá ser resuelta posteriormente en instancias judiciales. 
 
Momento procesal para la integración del litisconsorte 
 
El artículo 36 de la ley 1563 no es específico determinando el momento en el que el tribunal 
deba hacer el pronunciamiento referente a la citación o no de los terceros, pero el artículo 37 si 
remite al Código de Procedimiento Civil. Por lo tanto se aplicará el nuevo Código General del 
Proceso; de igual manera, si la falta de comparecencia o de adherencia origina la terminación 
automática del proceso, y la devolución de los honorarios, en la forma prevista para la falta de 
competencia; si, igualmente, la intención del legislador es que los terceros adherentes puedan 
ejercer su derecho de defensa, formulando las peticiones y presentando las pruebas que sean 
del caso, se concluye que es precisamente en la primera audiencia de trámite donde debe 
resolverse este asunto y cuando se haya asumido competencia. No tendrá sentido efectuar la 
integración del contradictorio, sin que previamente se afirme la competencia, pues esto 





La participación de terceros en el proceso arbitral es necesaria en medida que se trate 
de litisconsortes necesarios, pues su no participación en el proceso originara, un laudo 
inhibitorio.  
 
Por ende, el deber refiere a la obligatoriedad de consignar de manera oportuna el monto 
asignado si quiere participar en el laudo arbitral, lo cual explica por la naturaleza contractual y 
remunerada del arbitraje, como quiera que no resultaría equitativo que un tercero que quiere 
hacer valer sus derechos en una jurisdicción remunerada no sufrague los gastos de la misma. 
Por ello, si el tercero no quiere renunciar a la justicia ordinaria, la norma acusada dispone, en 
su tercera parte, la continuación del proceso arbitral sin su presentación, lo cual es razonable 
pues el laudo arbitral no puede involucrar a quienes no suscribieron o no se adhirieron al pacto 
arbitral, pero tampoco se debe permitir a los terceros bloquear la continuación del proceso 
arbitral. En efecto, lo propio del tercero, a diferencia del litisconsorte necesario, es que las 
consecuencias del laudo no lo cubren obligatoriamente, por lo cual resulta razonable que la ley 
permita que el proceso arbitral continúe sin su presencia. Por ende, si el tercero decide no 
participar en el proceso arbitral, la correspondiente disputa que tenga con alguna o ambas 
partes podrá ser resuelta posteriormente por las instancias judiciales. (C-163 de 1.999). 
 
Pero no existe inconveniente en que terceros, inicialmente ajenos al contrato principal y 
por tanto, ajenos al pacto arbitral, puedan participar en el juicio arbitral. 
 
En el mismo contexto, un tercero ajeno a un contrato, sin dejar de serlo, podrá asumir 
determinadas prestaciones de las partes como asunción de deuda, incluso alguna de éstas, 
puede comprometerse a propósito artículo 1507, Código Civil; asimismo, en los denominados 
contratos abiertos, puede presentarse la determinación o ingreso posterior de otras partes, 
especialmente, en contratos con comunidad de fines por adhesión progresiva o sucesiva al 
contrato base, verbi gratia, en el contrato de transporte de cosas, el destinatario al aceptar el 
contrato adquiere la calidad de parte frente al transportador y al remitente artículo 1008 
Código de Comercio, el asegurado adquiere la calidad de parte frente al asegurador y el 
tomador cuando asume obligaciones que no pueden ser cumplidas sino por el mismo (artículo 
1039, ibídem).". (Corte Suprema de Justicia, sala civil, julio de 2009). 
 
 
Bases legales  
 
 
Constitución Política de 1991 
 
Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, el 
Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los Tribunales y los 
Jueces, administran Justicia. También lo hace la Justicia Penal Militar. El Congreso ejercerá 
determinadas funciones judiciales.  
Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la 
instrucción de sumarios ni juzgar delitos. Los particulares pueden ser investidos 
transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley. 
 
 
Ley 1563 de 2012 
Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan 
otras disposiciones 
 
Artículo 37. Intervención de otras partes y terceros. La intervención en el proceso arbitral del 
llamado en garantía, del denunciado en el pleito, del interviniente excluyente y demás partes, 
se someterá a lo previsto en las normas que regulan la materia en el Código de Procedimiento 
Civil. Los árbitros fijarán la cantidad adicional a su cargo por concepto de honorarios y gastos 
del tribunal, mediante providencia susceptible de recurso de reposición. La suma 
correspondiente deberá ser consignada dentro de los diez (10) días siguientes. 
 
Tratándose de interviniente excluyente que no haya suscrito el pacto arbitral, su 
demanda implica la adhesión al pacto suscrito entre las partes iniciales. En caso de que el 
interviniente excluyente que haya suscrito pacto arbitral o que haya adherido a él, no consigne 
oportunamente, el proceso continuará y se decidirá sin su intervención, salvo que la 
consignación la efectúe alguna otra parte interesada, aplicando en lo pertinente el artículo 27. 
 
Cuando el llamado en garantía o denunciado en el pleito, que ha suscrito el pacto arbitral 
o ha adherido a él, no consigna oportunamente, el proceso continuará y se decidirá sin su 
intervención, salvo que la consignación la efectúe alguna otra parte interesada, aplicando en lo 
pertinente el artículo 27. 
 
En los casos de llamamiento en garantía y de denuncia del pleito, la existencia del pacto 
arbitral también podrá probarse conforme a lo previsto en el parágrafo del artículo 3o. 
 
Si se trata de coadyuvante o llamado de oficio, su intervención se someterá a lo previsto 
en las normas que regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil para esta clase de 
terceros. En este caso, el tribunal le dará aplicación al inciso primero de esta norma y el no 
pago hará improcedente su intervención. 
 
Parágrafo 1o. Cuando se llame en garantía a una persona que ha garantizado el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de un contrato que contiene pacto arbitral, aquella 
quedará vinculada a los efectos del mismo. 
 
Parágrafo 2o. En ningún caso las partes o los reglamentos de los centros de arbitraje 
podrán prohibir la intervención de otras partes o de terceros. 
 
Ley 1564 de 2012 
Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 
 
Artículo 63. Intervención excluyente. Quien en proceso declarativo pretenda, en todo o en 
parte, la cosa o el derecho controvertido, podrá intervenir formulando demanda frente a 
demandante y demandado, hasta la audiencia inicial, para que en el mismo proceso se le 
reconozca. 
 
La intervención se tramitará conjuntamente con el proceso principal y con ella se 
formará cuaderno separado. 
 







Tipo y método de investigación 
 
 
Metodológicamente, la presente investigación jurídica es de tipo jurídico-documental, por 
cuanto a partir de la formulación de un problema abstracto de índole jurídico se desenvuelve la 
investigación en los lineamientos de búsqueda de la fuente aplicable para su solución, y 
desarrollo del mismo, estableciendo así pruebas de los hechos empíricos a partir de los cuales 
se infieren hechos jurídicos relevantes. 
 
En consecuencia, el método de investigación jurídico documental utiliza, como sus 
principales fuentes de información, los libros, las normas y los documentos. Éstos son las 
herramientas más utilizadas para la transmisión de conocimientos. 
 
Determinando las fuentes formales donde el fenómeno como lo es la intervención del 
tercero excluyente en el proceso arbitral se encuentran contemplados, induciendo este 
problema jurídico como una realidad que puede darse de manera consecutiva o cotidiana 
cuando se vea necesario la intervención de un tercero en modalidad de intervención excluyente 
al proceso arbitral en Colombia.  
  
 Por lo tanto los resultados esperados del estudio contribuirán a fortalecer los procesos de 
arbitraje a nivel nacional e incrementar la eficiencia y eficacia del proceso arbitral en 
Colombia, procurando proteger y garantizar los derechos de todo ciudadano que entre a 








Población y muestra 
 
Por cuanto la presente investigación es de carácter jurídico-documental, no se toma una 
población como referente para la investigación ya que este tipo de investigación jurídica 
utiliza, como sus principales fuentes de información, los libros, las normas y los documentos. 
 
 
Análisis de información 
 
 
Análisis de la Ley 1563 de 2012 
 
Ley 1563 de 2012 – COLOMBIA 
Por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones. 
ANÁLISIS 
Artículo 37. Intervención de otras partes y terceros. El estatuto arbitral, al momento de indicarnos el 
respectivo procedimiento para incluir al interviniente 
excluyente al proceso de arbitraje, remite a lo previsto 
en las normas que regulan la materia en el Código de 
Procedimiento Civil, el cual se encuentra derogado por 
la ley 1564 de 2012 Código General del Proceso. 
 
Análisis de la Ley 1564 de 2012 
 
Ley 1564 de 2012 – COLOMBIA 
Por medio de la cual se expide el Código General del 
Proceso y se dictan otras disposiciones. 
ANÁLISIS 
Artículo 63. Intervención excluyente  El que pretenda en proceso declarativo, en todo o en 
parte la cosa o el derecho controvertido, solo podrá 
intervenir formulando demanda frente a demandante y 
demandado, hasta la audiencia inicial, y evidenciando 
que el proceso arbitral tiene diferentes audiencias al 
proceso judicial, se presenta un vacío normativo, al 
momento de hacer una integración del tercero 
excluyente al proceso arbitral.  
Análisis Jurisprudencial Sentencia C 170/14 
 
Identificación de la Providencia 
Corporación y Sala: Corte Constitucional, Sala plena. 
Sentencia N°: C-170/2014 
Medio de Acción: Constitucionalidad 
Fecha: 19 de Marzo de 2014 
Mag. Ponente: Rojas Ríos, A. 
 
Posición Jurídica de la Parte Actora 
 
Hechos Relevantes:  
 
En ejercicio de la acción pública consagrada en el artículo 241 de la Constitución, la 
ciudadana Ivonne Gissel Cardona Ardila, solicito a la Honorable Corte Constitucional que se 
declarara inexequible el parágrafo 1º del artículo 37 de la Ley 1563 de 2012, por medio de la 
cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan otras disposiciones. 
 
Para la ciudadana, en esta disposición se atribuyen efectos vinculantes al laudo arbitral 
respecto del tercero, sin que para ello se exija manifestación expresa de su voluntad, dirigida a 
habilitar la competencia de los árbitros. Esto traería como consecuencia, en palabras de la 
accionante, que “se faculta a un árbitro para que adopte una decisión con efectos de cosa 
juzgada, respecto de un tercero que no lo habilitó”. Lo cual vulnera el último inciso del 
artículo 116 de la Constitución Política, según el cual los árbitros son particulares que 
transitoriamente pueden cumplir la función de administrar justicia, bajo la condición de que 
sean habilitados para ello por las partes; entonces, si el tercero llamado no habilita a los 
árbitros, no puede quedar vinculado automáticamente por los efectos del pacto arbitral.   
   
 
Argumentos Jurídicos del Accionante 
 
Acudir a tribunales de arbitramento es una decisión voluntaria de las partes y no depende de la 
imposición legal; por lo tanto, únicamente la voluntad de las partes o de aquellos denominados 
terceros intervinientes faculta para acudir a ese instituto jurisdiccional. Sin embargo, pese a lo 
anterior, con la norma demandada, se obliga al garante del contrato que contiene pacto arbitral, a 
someterse a la decisión de árbitros que no han sido habilitados por ese garante. 
  
Además manifiesta que la habilitación del laudo arbitral por parte de los particulares debe 
ser explícita, conforme a lo expuesto por la Corporación en la Sentencia C-060 de 2001, 
relacionada con la exequibilidad del artículo 4º de la Ley 182 de 1995, cuyo tema consistió en 
establecer la obligatoriedad del trámite arbitral en el evento de no existir acuerdo sobre el uso de 
ciertas redes de comunicación entre el Estado o las empresas prestadoras de servicios públicos y 
los concesionarios del servicio de televisión. 
  
Explica que la sentencia C-163 de 1999, estudió la constitucionalidad del artículo 127 de la 
Ley 446 de 1998, regulador de la intervención de terceros en el proceso arbitral, y en aquella 
oportunidad, si el tercero no consignaba la parte correspondiente al costo del tribunal, el proceso 
continuaba sin su intervención. 
  
Con base en las sentencias C-1038 de 2002 y C-330 de 2012, para la accionante, el 
parágrafo 1º del artículo 37 de la Ley 1563 de 2012, sería violatorio del artículo 116 de la 
Constitución Política. En desarrollo de este concepto sostiene que la norma demandada dispone 
que el garante quedará vinculado a los efectos del laudo arbitral, lo que quiere decir que es la 
Ley y no el garante, la que está habilitando a los árbitros para que adopten una decisión con 
efectos de cosa juzgada respecto de este, lo que desconoce flagrantemente el principio de 
voluntariedad, que se reitera, consagra la propia Corte Constitucional, el artículo 116 de la 
Constitución Política. 
Señala que la expresión habilitados por las partes de la norma constitucional hace 
referencia a partes en sentido amplio, esto es a todos aquellos que intervienen dentro de un 
proceso arbitral, ya sea en condición de convocante, convocado o como tercero interviniente. 
  
Se alega que el parágrafo demandando no admite excepciones y, por ende, no prevé la 
posibilidad de que el garante manifieste si adhiere o no al pacto arbitral sólo dice que el garante 
quedará vinculado. 
  
Agrega que el efecto del laudo al ordenar la afectación de la garantía, constituiría un título 
ejecutivo en contra del garante, lo que a todas luces viola el principio de voluntariedad previsto 
en el artículo 116 de la Constitución Política, según el cual, se reitera, los particulares 
únicamente pueden ser investidos de la función de administrar justicia por las partes que 
expresamente habilitan a los árbitros. 
  
Adicionalmente, la demandante plantea la imposibilidad de entender que cuando se otorga 
una garantía de un contrato con pacto arbitral esa garantía constituya una “adhesión tácita” al 
pacto, porque según la misma Corte Constitucional la habilitación debe ser explícita (C-060 de 
2001). 
  
De otra parte, explica que el efecto relativo de los contratos solo tiene efectos inter partes, 
sin que se extiendan a terceros, esto es, el contrato no los beneficia ni perjudica. En 
consecuencia, si en un contrato se pacta una clausula arbitral aquella tendría efecto solo en 
relación con las partes y no frente a terceros, porque el garante se obliga según lo estipulado en 
el contrato en virtud del cual asume la garantía. Así, a manera de ejemplo, el garante se obliga 
según lo estipulado en el contrato en virtud del cual asume la garantía. Así, a manera de ejemplo, 
el garante se obliga según lo estipulado en un contrato de seguro, un contrato de fianza, un 







Que  se declare la inexequibilidad del parágrafo 1º del artículo 37 de la Ley 1563 de 2012, por 






Tesis de la Corporación 
 
De acuerdo a lo expuesto corresponde a la Sala Plena de la Corte Constitucional determinar, si el 
parágrafo 1º de la Ley 1563 de 2012 al establecer que el tercero garante de un contrato con pacto 
arbitral queda vinculado por los efectos de dicho pacto, vulnera el artículo 116 Superior que 
dispone que solo la habilitación de las partes autoriza la función jurisdiccional de los árbitros; 
esto, en consideración a que la norma acusada no consagra la exigencia de que el tercero garante 
manifieste expresamente su adhesión al pacto, es decir este tercero no habilita a los árbitros pero 
queda vinculado por el laudo. 
  
Para resolver el planteamiento del problema jurídico la Corte se referirá: (l) a la libertad de 
configuración del legislador en materia procesal; (ll) al principio de voluntariedad como 
fundamento de la jurisdicción arbitral; (lll) a los terceros y a las partes en el proceso civil, en 
consideración a la remisión que el artículo 37 de la Ley 1563 de 2012, y (IV) respuesta concreta 
al cargo formulado por la accionante. 
 
Fundamentos de la Tesis de la Corporación 
 
La Corte analizó si los efectos vinculantes del laudo arbitral respecto del tercero llamado en 
garantía, tal y como lo dispone el parágrafo 1°. del artículo 37 de la ley 1563 de 2012, vulnera el 
artículo 116 de la Constitución, el cual dispone que los árbitros son particulares que 
transitoriamente pueden cumplir la función de administrar justicia, bajo la condición de que sean 
habilitados para ello por las partes. Esto, en tanto la norma acusada no dispone para dicho tercero 
la exigencia de manifestación expresa de su voluntad para habilitar la competencia de los 
árbitros. De esta suerte en opinión de la demandante si el tercero llamado en garantía no adhiere 
expresamente al pacto arbitral, no podría quedar vinculado automáticamente por los efectos del 
mismo. 
  
Concluyó la Sala Plena que no se vulnera el inciso último del artículo 116 de la 
Constitución (principio de voluntariedad de la jurisdicción arbitral), con la regulación jurídica 
conforme a la cual el tercero llamado en garantía queda vinculado por los efectos del pacto 
arbitral, incluso si no adhiere a él. 
  
La Sala sustenta esta conclusión en que: (l) no existen razones de orden constitucional para 
afirmar, como lo hace la demandante, que la Constitución en el último inciso del artículo 116, se 
refiere a la noción de partes, en algún sentido doctrinal distinto a aquel con el que se identifican 
demandante y demandado en el Código General del Proceso. Nada indica que cuando la 
Constitución utiliza la expresión árbitros habilitados por las partes, pretende incluir a 
intervinientes en los procesos, distintos de quien erige una pretensión, y de quien es destinatario 
de dicha pretensión. Por ello, en los términos del artículo 116 citado, el tercero garante no es 
parte. 
  
Como el llamamiento en garantía implica la existencia de un derecho legal o contractual, 
que vincula a llamante (garantizado) y llamado (garante) y permite traer al último a un proceso 
(el arbitral por ejemplo) como tercero, con el propósito de exigirle la declaración de condena que 
llegare a sufrir el llamante como resultado del laudo arbitral, esta relación es la que autoriza la 
posibilidad de vincular a este tercero garante a los efectos del pacto arbitral. Por ello, el 
tercero es vinculado por la decisión adoptada en el proceso al que es llamado, con fundamento en 
que ha suscrito un contrato de garantía con una de las partes del proceso, y no con fundamento 
en que ciertas características de su participación en el proceso lo asimilen a quienes tienen la 
calidad de parte. 
  
(ll)  La proposición jurídica demandada se refiere al tercero garante que ha suscrito un 
contrato de garantía que contiene una cláusula compromisoria o pacto arbitral, por lo cual se 
entiende que al suscribir el mencionado contrato de garantía aceptó tácitamente que su 
obligación de garante podría exigirse en un proceso tramitado ante la jurisdicción arbitral. La 
consecuencia que la acusación considera contraria al principio de voluntariedad de la 
jurisdicción arbitral; se materializa con la presunta vinculación automática del tercero garante al 
pacto arbitral; esta apreciación de la demandante desconoce que la norma acusada también 
dispone que respecto del tercero llamado en garantía debe existir la obligación de garantizar un 
contrato con pacto arbitral. Lo anterior supone, sin que ello sea un requisito que se desprenda del 
artículo 116 constitucional, que este tercero conoce la cláusula compromisoria y acepta 
tácitamente la juridiccionalidad, al garantizar el contrato que la contiene, si la voluntad de 
quienes suscribieron el contrato garantizado así lo dispone. 
  
(III) La norma acusada garantiza plenamente que la jurisdicción arbitral se active 
únicamente por habilitación expresa de las partes. Por ello, si el sustento de la justicia arbitral es 
el reconocimiento constitucional expreso de la decisión libre y voluntaria de las partes 
contratantes de no acudir al sistema estatal de administración de justicia sino al arbitraje, es la 
voluntad de las partes la que debe obrar como requisito constitucional para ello, y no la voluntad 
de un tercero cuya participación tiene un origen distinto a dicha voluntad. Valga decir, su 
participación se sustenta en la decisión de garantizar un contrato con pacto arbitral. 
 
 
Análisis Crítico de la Sentencia 
 
La sentencia de constitucionalidad declara la exequibilidad del parágrafo 1º del artículo 37 de 
la Ley 1563 de 2012, por medio de la cual se expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e 
Internacional y se dictan otras disposiciones, ya que la corte considero que el tercero, al 
suscribir cualquier tipo de contrato en que figure como garante de una obligación, aun cuando 
como tal no esté vinculado al pacto arbitral, este si queda vinculado automáticamente a un 
proceso de arbitraje al momento en que sea necesaria su intervención, la demandante sostenía 
que los árbitros como lo dice la constitución son particulares que quedan investidos de 
jurisdicción de manera transitoria, y que para esto regia el principio de voluntariedad, por esto 
las partes que entraran a hacer parte de un proceso arbitral tenían que decidir voluntariamente 
querer ser parte de este,  pero los argumentos de la corte como anteriormente se mencionaron 
declararon exequible el parágrafo 1º del artículo 37 de la Ley 1563 de 2012 al determinar que 
aun cuando el tercero garante no haya sido incluido al pacto arbitral, debe entrar a hacer parte 




 Análisis inferencial 
 
En la sentencia de la honorable Corte Constitucional,  C-170 de 2014, un tercero aun cuando 
no haya suscrito pacto arbitral puede entrar a hacer parte de un proceso de arbitraje, en el 
análisis de los artículos 37 del estatuto arbitral ley 1563 de 2012 y 63 del código general del 
proceso ley 1564 de 2012,  dejan claro que la intervención de un tercero excluyente no se 
encuentra totalmente regulada en la legislación colombiana, pero gracias a la sentencia 
mencionada previamente se resalta que el tercero puede ingresar al proceso arbitral sin haber 
suscrito pacto arbitral. 
 
Es por esto que al no existir una regulación clara en la legislación arbitral colombiana al 
incluir a un tercero en modalidad de intervención excluyente a un proceso de arbitraje, esta 
remite a la ley procesal, código de procedimiento civil, hoy derogado por el actual código 
general del proceso ley 1564 de 2012, este indica de manera clara como se debe realizar la 
intervención de un tercer excluyente a un proceso judicial indicando que el momento 
oportuno para realizar su intervención es en la primera audiencia, indicando así el vacío 
normativo, motivo de la presente investigación al detallar que el proceso arbitral a 
comparación con el proceso judicial presenta notorias diferencias en su organización procesal 
por lo tanto el desarrollo de la primera audiencia en un proceso judicial no tienes los mismos 
efectos que la primera audiencia realizada en un proceso arbitral, lo que nos deja la duda de 
cuál es el momento claro para iniciar la intervención por parte del tercero interviniente 
excluyente en un proceso arbitral. 
 




Etapa procesal para la intervención excluyente en el proceso arbitral en Colombia 
 
La etapa procesal para la intervención del tercero excluyente en el proceso arbitral no se 
encuentra descrita dentro del estatuto arbitral ley 1563 de 2012, y ya que este nos remite  al 
código de procedimiento civil hoy derogado por el actual código general del proceso ley 1564 
de 2012, nos presenta un vacío normativo, el cual en la integralidad del estatuto de arbitraje 
nacional ley 1563 de 2012, y su división en arbitraje nacional e internacional, al constituir una 
ley de carácter procesal que además regula íntegramente la materia como se dispone 
expresamente en su artículo 119, esta tendrá como consecuencia, la aplicación del principio de 
la analogía procesal consagrado en el artículo 5o del Código de Procedimiento Civil y 
reiterado en el artículo 12 del Código General del Proceso ley 1564 de 2012, en los siguientes 
términos: cualquier vacío en las disposiciones del presente código se llenarán con las normas 
que regulen casos análogos. 
Sin embargo, como expresa el profesor Gil Echeverry (2013), el argumento mayor para 
concluir que en caso de vacío, antes de acudir al Código General del Proceso se debe 
aplicar analógicamente lo previsto para el arbitraje internacional, es que el arbitramento 
constituye una jurisdicción independiente y autónoma a la jurisdicción ordinaria y por 
tal virtud, para efectos procesales, se debe mirar primero lo previsto en su régimen 
especial, así corresponda a arbitraje internacional, y luego si acudir al C.G.P. 
 
Cabe resaltar que el alcance de la aplicación analógica es viable siempre y cuando su 
invocación no esté en contra del carácter de arbitraje nacional, ni las normas especiales de la 
sección primera. Por tanto, no resulta pertinente. 
 
Para llenar los vacíos correspondientes, se acudirá a la sección tercera de arbitraje 
internacional pero si en dado caso como lo es el nuestro,  aun quedaren vacíos, se aplicará lo 
que al respecto disponga el Código General del Proceso, pero como se pudo evidenciar en la 
investigación realizada según la ley 1564 de 2012, esta presenta a su vez un vacío al momento 
de indicarnos la etapa para la intervención del tercero excluyente al proceso arbitral, al indicar 
que el tercero excluyente tiene hasta la audiencia inicial para integrarse al proceso, por cuanto 
el proceso judicial presenta notorias diferencias con el proceso arbitral nacional en cuanto a la 
organización de su trámite procesal, encontrándose el vacío normativo para la correcta 
intervención del tercer excluyente. 
 
Es entonces que se concluye que la etapa procesal indicada para la intervención del tercero en 
modalidad de intervención excluyente a un proceso de arbitraje en Colombia, es la etapa en la 
cual se presenta la audiencia de conciliación, ya que este sería el momento indicado para que 
el tercero excluyente se integre al proceso arbitral y se constituya como parte, presentado así 
una demanda la cual lo vincularía al pacto arbitral aceptando así voluntariamente la intención 
de que su pretensión sea resuelta bajo la jurisdicción investida a los árbitros, habilitados por 
las partes, pretensión que va en contra de demandante y demandado, teniendo la intención de 
desplazar o excluir al demandante y sus pretensiones contra le demandado suponiendo, o 
pretendiendo que se le reconozca un mejor derecho el cual va hacer valer en contra del 
demandado en el proceso arbitral. 
 
La audiencia de conciliación es la etapa perfecta para que el tercero excluyente se integre 
adecuadamente al proceso arbitral, porque en este momento es cuando como lo dice el artículo 
24 del estatuto de arbitraje nacional e internacional ley 1563 de 2012,  
 
Vencido el término de traslado de las excepciones de mérito propuestas contra la 
demanda inicial o la de reconvención, o contestadas sin que se hubieren propuesto 
excepciones, o vencido sin contestación el término de traslado de la demanda, el 
tribunal señalará día y hora para celebrar la audiencia de conciliación, a la que deberán 
concurrir tanto las partes como sus apoderados. 
En la audiencia de conciliación el tribunal arbitral instará a las partes a que resuelvan 
sus diferencias mediante conciliación, para lo cual podrá proponerles fórmulas, sin que 
ello implique prejuzgamiento. Si las partes llegaren a una conciliación, el tribunal la 
aprobará mediante auto que hace tránsito a cosa juzgada y que, en caso de contener una 
obligación expresa, clara y exigible, prestará mérito ejecutivo. 
Es entonces que se ve necesario en este momento procesal conocer que existe un tercero que 
tiene pretensiones en contra de las partes, por lo tanto no se procederá a una conciliación de 
manera efectiva si no es incluido este tercero al proceso arbitral en curso, para llegar a valorar 
efectivamente si sus pretensiones son válidas en contra del demandante y demando, al tener la 
intención de excluir o desplazar a la parte demandante y llegar a pretender un derecho contra 
la parte demandada. 
 
 
Integración de un tercero en modalidad de intervención excluyente en un proceso 
arbitral en Colombia 
La integración de un tercero en modalidad de intervención excluyente en el proceso arbitral 
colombiano, se desarrolla en el art. 37 del Estatuto de arbitraje Nacional e internacional 
Colombiano la ley 1563 de 2012 al indicar que, la intervención en el proceso arbitral del 
tercero interviniente excluyente y demás partes, se someterá a lo previsto en las normas que 
regulan la materia en el Código de Procedimiento Civil, hoy derogado por el actual Código 
General del Proceso ley 1564 de 2012, de manera que todo lo regulado en el Código citado 
debe ser observado en lo que a requisitos de las respectivas solicitudes y trámite de 
integración concierne. 
 
El inciso segundo del art. 37 del Estatuto de arbitraje Nacional e internacional 
Colombiano ley 1563 de 2012 señala que: Tratándose de interviniente excluyente que no haya 
suscrito el pacto arbitral, su demanda implica la adhesión al pacto suscrito entre las partes 
iniciales. En caso de que el interviniente excluyente que haya suscrito pacto arbitral o que 
haya adherido a él, no consigne oportunamente, el proceso continuará y se decidirá sin su 
intervención, salvo que la consignación la efectúe alguna otra parte interesada, aplicando en lo 
pertinente el artículo 27. 
 
Norma que como lo indica López Blanco (2013), ingresa con lujo de detalles, al Olimpo 
de los delirios procesales, pues se trata de una concreción de inquietud válida 
académicamente, pero que en la vida real no se da. 
 
En efecto suponer que con anterioridad existe un pacto arbitral que vincule al tercero 
excluyente con quienes son partes en el proceso que se adelanta, resulta que en la práctica no 
se lleva acabo.  
 
Si el pacto arbitral como tal no existe y se presenta la intención de un tercero en 
modalidad de intervención excluyente el cual se supone que quiere que su pretensión valla en 
contra de las partes demandante y demandada sea decidida por árbitros, de ahí que la 
manifestación habilita la competencia de estos por decisión de la ley y procederán a señalarle 
la "cantidad adicional a su cargo por concepto de gastos y honorarios del tribunal", la que 






Momento procesal hasta el cual un tercero en modalidad de intervención excluyente puede 
hacer parte de un proceso de arbitraje en Colombia 
 
El tercero excluyente aun cuando no se halla integrado al proceso arbitral en la etapa procesal 
en la cual se da la conciliación, puede llegar a pretender intervenir al proceso solo hasta la 
primera audiencia de tramite consagrada en el artículo 30 del estatuó arbitral colombiano ley 
1563 de 2012 la cual expresa que: 
 
Una vez consignada la totalidad de los honorarios y gastos, el tribunal arbitral celebrará 
la primera audiencia de trámite con la asistencia de todos sus miembros, en la cual 
resolverá sobre su propia competencia para decidir de fondo la controversia mediante 
auto que solo es susceptible de recurso de reposición. Si decidiere que no es competente 
para conocer de ninguna de las pretensiones de la demanda y la reconvención, se 
extinguirán los efectos del pacto arbitral para el caso concreto, y se devolverá a las 
partes, tanto la porción de gastos no utilizada, como los honorarios recibidos. En este 
caso, para conservar los efectos derivados de la presentación de la demanda ante el 
centro de arbitraje, el demandante tendrá un término de veinte (20) días hábiles para 
instaurar la demanda ante el juez competente. 
 
En caso de que el tribunal se declare competente por mayoría de votos, el árbitro que 
haya salvado voto, cesará inmediatamente en sus funciones y será reemplazado en la 
forma prevista en esta ley. Nombrado el reemplazo, se reanudará y terminará la primera 
audiencia de trámite. 
 
Por último, el tribunal resolverá sobre las pruebas pedidas por las partes y las que de 
oficio estime necesarias. 
 
Concluida la audiencia, comenzará a contarse el término de duración del proceso. 
 
Por lo anterior el tercero el tercero en modalidad de intervención excluyente aún puede 
entrar a la presente audiencia bajo demanda la cual lo vincula al pacto arbitral evidenciado así 
su voluntad de que sus pretensiones sean sometidas y resueltas por árbitros. 
 
 Cabe resaltar que la intención de su intervención como lo expresa claramente la norma 
tiene que ir acompañada, del respectivo pago de los honorarios fijados por parte de los árbitros 
para la cual tendrá un plazo máximo de 10 días, de no ser realizado el pago oportunamente la 
misma norma contempla que el tercero queda excluido del proceso arbitral y su vez este se 
decidirá sin su intervención. 
 
En dado caso que se presentara una intervención de un tercero excluyente en un proceso 
arbitral, en una etapa procesal posterior a la primera audiencia de trámite, este corre el riesgo 
de: (l) Que el tribunal en la primera audiencia de trámite se declare no competente para 
conocer las pretensiones de la demanda, y se extingan así los efectos del pacto arbitral, 
situación que conlleva que el proceso no será tramitado bajo la jurisdicción arbitral, sino bajo 
los estrados judiciales.  (ll) Que si su intervención es posterior a la primera audiencia de 
trámite, pierde la oportunidad de solicitar ante el tribunal de arbitramiento, las pruebas que 
crea conveniente para defender y hacer valer sus pretensiones como tercero excluyente. (lll) 
Que el término de finalización del proceso comienza a transcurrir desde la primera audiencia 
de trámite. 
  
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
Respecto a la oportunidad de la intervención del tercero excluyente dentro del proceso arbitral, 
se tiene que el Estatuto Arbitral remite al Código General del Proceso, ley 1564 de 2012, pero 
esta última norma, presenta un vacío normativo en el artículo 63, dado que, no describir el 
procedimiento a seguir para la integración de un tercero en modalidad de intervención 
excluyente al proceso arbitral en Colombia. 
 
Que  además la etapa ideal para la intervención del tercero excluyente en el proceso 
arbitral en Colombia, es el momento procesal en el cual se lleva a cabo la audiencia de 
conciliación, como también que el tercero excluyente, puede integrarse al proceso de arbitraje 
hasta la primera audiencia de trámite. 
 
Basados en la investigación elaborada se determina que estas etapas procesales 
mencionadas cumplen cabalmente los estándares y derechos que deben ser respetados a un 
tercero excluyente al momento de su integración, y debe realizarse de esta manera la 
integración al procesal arbitral, para evitar le sean vulnerados derechos a el tercero que 
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